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El propósito de esta memoria de título consta de develar cuales son los 
factores que propician los cambios de paradigmas dentro de la política energética 
en Chile mediante la reconstrucción y la identificación de los principales hitos 
históricos de la política nacional. Se planteó una metodología basada en la 
realización de un rastreo de procesos con un enfoque cualitativo que consistió en la 
recolección y análisis de información secundaria, archivos de prensa y cuatro 
entrevistas semi-estructuradas y un cuestionario a 5 actores clave dentro de los 
procesos de cambio de la política energética. Como resultado, se aprecia que los 
cambios de paradigma dentro de la política responden a una serie de procesos 
concatenados los cuales merman a través del tiempo la legitimidad del paradigma 
vigente dentro de los grupos políticos dirigentes. Estos procesos de cambio son más 
frecuentes durante periodos de crisis, ya que es en estas etapas en las cuales se 
adoptan nuevas medidas para solventar las problemáticas emergentes. Además, 
las medidas adoptadas durante procesos de crisis van produciendo un entorno cada 
vez más favorable para transformaciones políticas más profundas. 
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The porpuse of the following thesis consist on revealing which factors encourage 
the paradigm shift in Chilean energy policy through reconstruction and identification 
of the major milestones of national policy. A methodology based on the realization 
of a process tracing with a qualitative approach that involved the collection and 
analysis of secondary information, press archives and four semi-structured 
interviews and a questionnaire to five key players in the change process was raised 
energy policy. As a result, we see that the paradigm shifts in policy respond to a 
series of concatenated processes which over time undermine the legitimacy of the 
prevailing paradigm within the political group leaders. These processes of change 
are more frequent during periods of crisis, as it is in these stages in which new 
measures are adopted to address emerging issues. In addition, the measures taken 
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La realidad energética chilena se ha caracterizado en los últimos años por la 
constante alza de precios en la energía y una dependencia energética internacional 
profunda debido a una matriz compuesta por una gran cantidad de termoeléctricas. 
Esto, sumado al hecho de que Chile no es capaz de auto-sustentar la demanda de 
insumos para estas centrales, debido a la escasez de hidrocarburos en el territorio 
nacional obligan a recurrir al mercado internacional para abastecerse. 
Esta situación tiene sus inicios en la Ley General de Servicios Eléctricos 
(LGSE) del año 1982, la cual si bien fue alabada por entidades internacionales 
durante la época en la que se promulgó, en la actualidad es una ley que no es capaz 
reflejar a cabalidad las nuevas formas de producción de energía y las metodologías 
de la actualidad. 
Muchos de estos cuestionamientos surgen de las crisis energética 
acontecidas en el país en las últimas dos décadas, la crisis de 1998 en la cual se 
llegó a un racionamiento de energía y cortes programados de luz y la crisis del gas 
entre Chile y Argentina, hecho que marcó la matriz energética del país, aumentando 
la participación de la termoelectricidad y que significo el inicio del encarecimiento 
continuo de la energía hasta nuestros días. 
De lo anterior surgen las características de lo que se ha llamado “el modelo 
chileno” una matriz energética basada en combustibles fósiles, insumos que el país 
no es capaz de satisfacer por sí mismo, lo que encarece el precio de la energía ante 
la necesidad de recurrir al mercado internacional, mermando con ello el desarrollo 
económico del país y una matriz que provoca un fuerte impacto ambiental debido a 
la quema de combustible, la construcción de centrales termoeléctricas en puntos 
sensibles para las comunidades locales y a las emisiones de Co2 a la atmosfera. 
A esto se suma la imposibilidad de concertar proyectos energéticos tales 
como HidroAysén o la central termoeléctrica de Barracones debido a la fuerte 
negativa por parte de la ciudadanía, ciudadanía que además aboga por fuentes de 
energía renovable no convencional (ERNC), lo cual ha dejado al país en una 
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constante situación de incertidumbre acerca de las medidas a tomar para tratar las 
falencias energéticas del modelo energético debido a ser consideradas como 
fuentes incapaces de solventar las necesidades del país y que implican un gran 
gasto de capital. 
Sin embargo, en los últimos dos años, esta situación ha cambiado 
drásticamente. Las energías anteriormente ignoradas por las autoridades ahora 
presenta un explosivo auge, los proyectos energéticos basados en ERNC se han 
disparado, a día de hoy el precio de la energía se ha reducido en un 34% y se 
avanza en materia de seguridad energética (Weissman, 2016) 
Estos cambios están relacionados al nuevo programa de gobierno Energía 
2050, una política energética que se ha diferenciado de iniciativas anteriores del 
Estado en una multiplicidad de aristas, tanto en objetivos, instrumentos, 
preocupaciones, puntos de interés, planificación, consenso y participación y que en 
el corto tiempo de su aprobación ya ha dado resultados positivos y ha logrado 
avanzar en materias energéticas estancadas en los últimos años. 
Estos cambios drásticos, más aún en contraste a los antecedentes históricos 
del país en cuanto a materia energética, nos lleva directamente a las siguientes 
interrogantes ¿Cómo surgió este cambio? y ¿Cuáles fueron los factores que lo 
impulsaron? Siguiendo esta línea esta investigación se centra en la importancia de 
las ideas y el impacto que tienen en la política, y se enmarca en las teorías sobre el 
cambio de la política pública en base a cambios de paradigmas. 
Dado que el estudio de las políticas públicas tiene un carácter 
multidisciplinario, una de las fortalezas de esta investigación es que incorpora 
teorías y métodos tanto de la sociología como de la ciencia política, disciplinas que 
históricamente han estado sumamente ligadas en torno al estudio de la política.  
En este contexto, se busca develar los factores que dieron paso a este nuevo 
momento dentro de la política energética y cuáles son los procesos históricos que 
han marcado la transformación de la política energética y el surgimiento del 
programa Energía 2050. Por consiguiente planteo la siguiente pregunta y objetivos: 
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA: 
 
2.1. Pregunta de investigación: 
 ¿Cuáles son los factores que permiten entender el cambio de paradigma en 
la política energética chilena? 
 
2.2. Objetivo General: 
 Indagar los factores que llevaron al cambio de paradigma político en la 
política energética chilena. 
 
2.3. Objetivos Específicos: 
 
 Reconstruir los procesos de cambio en la política energética nacional desde 
el régimen militar hasta la actualidad. 
 Identificar los factores del cambio de paradigma en la política energética 
nacional 
 Describir cómo surgió y estableció el cambio de paradigma actual dentro de 












3. MARCO METODOLÓGICO: 
Esta investigación de carácter cualitativo constó de un estudio de caso, el 
cambio en la política energética en Chile. Dado que el estudio de las políticas 
públicas tiene un carácter multidisciplinario, una de las fortalezas de esta 
investigación es que incorpora teorías y métodos tanto de la sociología como de la 
ciencia política, disciplinas que históricamente han estado sumamente ligadas en 
torno al estudio de la política y de su funcionamiento. 
El enfoque cualitativo está dado principalmente por la importancia que se da 
a las ideas y la técnica utilizada fue un rastreo de procesos no-probabilístico. Dado 
este enfoque, se comprende que la realidad social está construido por una 
multiplicidad de significados y símbolos, de ahí que la intersubjetividad sea el punto 
de partida para comprender la realidad social. Esta intersubjetividad implica que la 
realidad social está conformada y se estructura a partir de significados que son 
compartidos entre los sujetos (Salgado, 2007). 
Además de lo anterior, la investigación cualitativa se caracteriza por ser más 
flexible en comparación a la investigación cuantitativa, ya que su abordaje general 
está sujeto al campo y a cómo se desarrollan los acontecimientos, cambiando según 
se transforman el escenario o el ambiente (Salgado, 2007). 
 
3.1. Unidad de Análisis: 
Eventos que marcan el cambio o reforma de la política energética en Chile. 
 
3.2. Unidad de Observación: 
Actores clave dentro de los procesos de cambio en la política energética 





3.3. Técnicas de investigación: 
  Como técnica de investigación se optó por realizar un rastreo de procesos. 
El rastreo de procesos es una técnica de investigación muy recurrente en 
investigaciones de ciencia política y sociología histórica. Esta técnica se destaca 
por reconstruir procesos complejos de toma de decisiones y por obtener información 
de actores clave dentro de los procesos de interés. (Tansey, 2008). Concretamente 
se adoptó una variante del rastreo de procesos que da una gran importancia a la 
información de actores clave, esta variante se denomina rastreo de procesos no 
probabilístico y se caracteriza por reducir la aleatoriedad de las conclusiones gracias 
al énfasis en actores directamente relacionados en los procesos de interés, no 
obstante esto es a costa de la capacidad de generalizar los resultados, ya que 
tienden a ser sumamente específicos (Tansey, 2016) 
A pesar de que el rastreo de procesos es característico de las ciencias 
políticas, fue implementado en sus inicios por académicos de la sociología histórica 
y analítica a finales de los años 1970 e inicios de los 1980 con el afán de estudiar 
los procesos macro-sociales a partir de una narrativa histórica y teorías de la ciencia 
social, las cuales servían de base para la comprensión y la explicación de los 
hechos sociales y los resultados políticos. La combinación de descripciones 
históricas con teorías sociológicas han resultado efectivas a la hora de analizar 
procesos históricos importantes (Falleti, 2016). 
Además de lo anterior, el rastreo de procesos ha obtenido un mayor 
reconocimiento y ha sido utilizada con mayor frecuencia dentro de la sociología para 
dar cuenta de los procesos de cambio y/o continuidad de la política pública ya que 
el objetivo del rastreo de procesos es justamente obtener información de procesos 
y eventos específicos, siendo la mejor información, aquella que proviene de actores 
clave o envueltos en los procesos de interés (Tansey, 2007). 
La información de los informantes claves en rastreo de procesos no-
probabilístico por lo general es utilizado para confirmar información ya obtenida de 
otras fuentes. Son raros los casos en los que la información dada por los 
informantes clave se utilice de manera aislada. No obstante, puede ser utilizado 
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para comprender cómo piensan los actores o determinados grupos, sus aptitudes, 
valores y creencias y a su vez, para reconstruir los eventos e hitos importantes 
dentro de los procesos de interés. Sin embargo, los resultados de estos tipos de 
investigación pueden no ser generalizables para otros casos u estudios. (Tansey, 
2007). 
En concreto, siguiendo las teorías sobre cambio de políticas basadas en las 
ideas, esto es, entender el cambio como cambio de paradigma, el rastreo de 
procesos se enfocará en reconstruir el proceso de cambio de la política energética 
en tres etapas principales. 1) Promulgación de la LGSE durante el gobierno militar 
y la crisis energética de 1998, 2) la crisis energética del gas que inició en 2004 y 
años posteriores y 3) la situación actual marcada por el programa de gobierno 
Energía 2050 y el auge de las ERNC. En cada etapa se analizaran los factores que 
moldearon la política energética durante esas épocas, las causas de las crisis de 
1998 y 2004, las respuestas en términos de reformas a la política energética, los 
tipos de cambios de paradigma que ocurrieron y como estas crisis marcaron las 
medidas energéticas actuales. 
 
3.4. Fuentes de información: 
Para reconstruir los procesos de cambio de la política energética en Chile se 
utilizaron las siguientes fuentes de información: 
- Literatura secundaria: principalmente publicaciones y artículos académicos 
sobre crisis energéticas en el país, diagnósticos nacionales de energía, estudios de 
casos, antecedentes históricos, entrevistas a actores clave y artículos académicos. 
- Archivos de prensa: se utilizaron artículos de prensa de múltiples periódicos, 
principalmente de La Nación, la Tercera y El Mercurio, además de plataformas de 
periodismo en internet, tales como El Mostrador entre otros. 
- Entrevistas semi-estructuradas con actores clave: se identificaron actores 




Los informantes clave fueron en total 5 personas, las cuales fueron 
seleccionadas a partir de su participación dentro de los procesos de formulación de 
la política energética Energía 2050, particularmente aquellos que formaron parte del 
comité consultivo del programa en cuestión o que han sido participes de otros 
procesos importantes dentro de la política energética chilena pasada. Se realizaron 
4 entrevistas personales y se envió un cuestionario a un quinto participante. Cada 
entrevista fue diseñada a partir de la información que podría entregar el informante 
sobre diferentes ámbitos, según su participación dentro de la política energética o 
según su especialización. El cuestionario fue diseñado de la misma forma. Se optó 
por esta forma de recolección de información por razones de tiempo y espacio del 
informante. 
Los informantes clave fueron: 
 Oscar Landerretche, Ex-Ministro Presidente de la Comisión Nacional 
de Energía de Chile durante los años 1998 y 2000, periodo a cargo del 
presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle. 
 Hugh Rudnick Van de Wyngard, académico de la universidad católica, 
especialista en Energía, Ingeniería de Potencia, Operación y 
planificación de Sistemas de Energía, Regulación del sector eléctrico 
y participante del Comité Consultivo del programa Energía 2050. 
 Ronald Fischer, Académico de la Universidad de Chile, especializado 
en comercio Internacional, organización Industrial y regulación, 
finanzas corporativas y participante del Comité Consultivo del 
programa Energía 2050. 
 Gustavo Venegas Hood, Ingeniero Comercial de la Universidad de 
Chile y funcionario público y miembro del departamento de difusión y 
extensión de la Comisión Chilena de Energía nuclear (Cchen). 
 Carlos Finat Díaz, Ingeniero Civil Electricista de la Universidad de 
Chile, actual director ejecutivo de la Asociación Chilena de Energías 




4. HISTORIA DE LA POLÍTICA ENERGÉTICA: 
 En esta sección presento los principales antecedentes históricos sobre la 
política energética nacional y se realiza una línea temporal general de las diferentes 
coyunturas e hitos de importancia dentro de la historia energética nacional, tomado 
como punto de partida la promulgación de la LGSE hasta la actualidad. Esta sección 
tiene por objetivo la contextualización del problema abordado, destacar a grosso 
modo los principales hitos históricos y etapas de interés para que estas sean 
desarrolladas con mayor profundidad en capítulos posteriores. 
 
4.1. La nueva política energética en el régimen militar: 
 La política energética nacional actual tiene sus inicios en la Ley General de 
Servicios Eléctricos (LGSE), promulgada en el año 1982. Esta ley fue una 
modernización de la ley de energías promulgada el año 1954 y esta fue la reforma 
eléctrica integral más grande del mundo post segunda guerra mundial, llegando a 
ser considerada un hito histórico, no solo por su envergadura, sino que también por 
que el modelo fue exportado a múltiples países y principalmente por toda 
Latinoamérica. 
 Esta reforma, el LGSE, fue diseñada a partir de los modelos energéticos de 
Reino Unido, Francia y Bélgica, y tiene como principal objetivo privatizar la 
generación de energía y terminar con esta como un bien público, pero siempre 
entendiéndola como un bien social. 
 La privatización y la noción de energía como un negocio o bien de mercado, 
trajo consigo múltiples cambios en el desarrollo de la política energética. Esta se 
caracterizó por generar competencia en todos los espacios que fueran posibles, la 
regulación sólo en caso de presentarse fallas de mercado (tales como 
externalidades medioambientales, insuficiente condiciones para generar 
competencia  entre los ofertantes, etc.), precios que reflejen los costos de 
producción, precios libres a grandes clientes, precios marginales a clientes 
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pequeños, división de actividades de generación, transmisión y distribución, y 
fomentar la inversión. 
 Todas estas reformas fueron la respuesta del gobierno militar ante la fuerte 
nacionalización de grandes empresas realizada durante el gobierno de Salvador 
Allende en los años 1970 y 1973. Esta nacionalización, la inflación y el control de 
precios ocasionaron grandes pérdidas y una escasa inversión en las empresas 
estatales y bienes públicos. 
 Las reformas económicas adoptadas durante el régimen militar fueron 
propuestas por un grupo de economistas provenientes de la universidad de Chicago 
en Estados Unidos. Estos adquirieron el apodo de Chicago Boys e influenciaron 
enormemente la política nacional durante toda la etapa posterior al golpe de estado 
de 1973. En un principio las reformas económicas consistieron en la supresión del 
control de precios, la apertura al mercado internacional y la desregularización 
(Ponce, 2014). 
 Las reformas más profundas llegarían años después con la ola de 
privatización de empresas de la década de los 80. La privatización de las empresas 
de servicios públicos iniciada en 1986 en el país impulsó fuertemente la inversión 
por parte de privados tanto nacionales como internacionales, logrando con ello un 
desarrollo acelerado del sector energético y una reforma energética ampliamente 
exitosa. 
 
4.2. Crisis de 1998 
 En años posteriores, Chile experimentaría una de las peores crisis de su 
historia, producto también de una de las sequias más severas del siglo XX, evento 
que afecto a gran parte del centro y sur del país. Chile, que poseía a esas fechas 
una matriz energética basada principalmente en la Hidroelectricidad. 
 Chile presenta, sobre todo en la zona centro del país, una variabilidad 
hidrológica importante, teniendo años muy secos o muy húmedos. Esto explica por 
una parte las causas de la crisis energética de 1998. El año 1997 Chile experimentó 
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uno de sus años más lluviosos de los años 90, gran parte debido al fenómeno de 
“El niño”, que provocó intensas lluvias por todo el centro y sur del país, hecho que 
llevó a una utilización poco eficiente de los recursos hídricos disponibles y muchos 
embalses fueron vaciados ante los pronósticos de que el año 1998 sería igual de 
lluvioso y el cargo extra en términos de capital que significaba embalsar agua más 
allá de lo óptimo. 
 No obstante y contra los pronósticos anteriores, 1998 resulto ser uno de los 
años más secos de la historia del país y este hecho pondría a prueba la política 
energética nacional. Las centrales hidráulicas vieron afectada su productividad y las 
grandes centrales presentaron déficits en sus reservas de agua embalsada (Díaz et 
al. 2000).  
 A lo anterior se suma la falla de la central termoeléctrica San Isidro de Endesa 
y a la imposibilidad de la central de ciclo combinado de Nehuenco de entrar en 
operaciones durante el primer semestre de 1998 como estaba estipulado por las 
autoridades. Provocando que en el mes de noviembre de el mismo año, el sistema 
interconectado central (SIC) no pudiera cubrir con la demanda y la necesidad 
energética del país (El Mercurio, 2002). 
 Esto trajo como consecuencias una modificación de la legislación con la ley 
energética de 1999, la cual consiste principalmente en la eliminación del artículo 99 
Bis de la LGSE, artículo que eximia a las empresas del pago de compensaciones 
en caso de falla o un déficit en el suministro a causa de sequias o fuerza mayor. 
Logrando con ello que las empresas se vieran en la obligación de pagar 
compensaciones por cada kilowatt-hora de déficit por un valor igual a la diferencia 
entre el costo de racionamiento y el precio de la energía. 
 Estas modificaciones a la legislación implicaron que invertir en energía fuera 
más riesgoso para las empresas, no obstante, esta legislación vela por un 





4.3. Crisis del gas Chile-Argentina: 
 
 Anterior a la crisis de 1998, en 1995 se firmó un tratado de integración 
gasífera entre Chile y Argentina en el cual el país trasandino exportaba y 
suministraba gas natural licuado (GNL) acorde al Protocolo de complementación 
económica firmado por los presidentes Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Carlos Menem, 
acuerdo que en años posteriores daría paso a una época de bonanza en Chile, a 
no ser tan dependiente de la hidroelectricidad frente a sequias y a otra crisis 
energética. 
 Posterior a la firma del tratado de integración gasífera, en los años siguientes 
se dieron las inauguraciones de múltiples gasoductos: uno de ellos es el gaseoducto 
de Magallanes ubicado al sur del país, el  gaseoducto de norandino en el norte, el 
gaseoducto de los Andes ubicado en la zona central y el gaseoducto del pacifico, 
que comprende la zona centro-sur del país. Esto generó una red que en el año 2000 
los usuarios del gas argentino en Chile llegaran a más de 150.000. Este tratado bien 
pudo palear los efectos de la crisis de 1998 a causa de las fuertes sequias, no 
obstante, Chile aún no contaba con la infraestructura ni las instalaciones necesarias 
para ello, tal fue el caso de la central Nehuenco. 
 El ingreso del gas argentino a la matriz energética nacional generó un 
aumento de las inversiones por parte de las empresas en centrales de gas, los bajos 
costos de la energía por el bajo valor del gas lograron que Chile ganara 
competitividad. Hubo un florecimiento de la industria y un fuerte desarrollo 
económico. 
 No obstante, en el año 2004, Chile comenzó a palidecer debido al comienzo 
de los cortes de gas desde Argentina hacia Chile. Los cortes de suministro de gas 
fueron cada vez más recurrentes con el pasar de los años hasta que en 2008 se 
terminaron los envíos de gas argentino al país en su totalidad. 
  Esta situación tiene su origen en una grave crisis económica en el país 
trasandino (Hunneus, 2007). Durante los años 1998 y 2002 Argentina sufrió las 
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consecuencias de una gran recesión debido a la enorme deuda externa del país, un 
alto índice de desempleo, la incapacidad de las autoridades de solucionar la 
situación y los recortes de presupuesto por parte de estos para pagar la deuda. La 
productividad, el empleo, los ingresos y las finanzas públicas fueron en picado 
durante todo este periodo. 
 Esto tuvo su punto álgido a fines del año 2001, en la cual las revueltas 
sociales dando paso a un periodo de inestabilidad política en el que el por ese 
entonces presidente de Argentina Fernando de la Rúa se vio obligado a renunciar 
a su cargo, siendo sucedido por numerosas figuras que no duraron en la 
presidencia. Fue durante el año 2003 que subió al poder Néstor Kirchner, quien 
estableció como primer mandato el congelamiento de tarifas de los servicios básicos 
(entre ellos el gas). 
 Esto provocó que las empresas argentinas dejaran de invertir en esta fuente 
de energía, causando con ello una fuerte limitación en la capacidad de producción 
y de transporte en relación a la demanda de la población y la industria (Aroskind, 
2011). Por consiguiente los cortes de gas estuvieron amparados ante el articulo nº2 
del protocolo de conexión gasífera la cual establecía que "Las Partes no pondrán 
restricciones a que los productores y otros disponentes de gas natural de Argentina 
y de Chile exporten gas natural al país vecino, sobre la base de sus reservas y sus 
disponibilidades, debidamente certificadas (…) Tal antecedente permitirá a la 
Secretaría de Energía de Argentina, en nombre del Poder Ejecutivo, y al Ministerio 
de Economía, Fomento y Reconstrucción de Chile, en nombre del Poder Ejecutivo, 
según corresponda, considerar las solicitudes a fin de otorgar los respectivos 
permisos de exportación de gas natural en la medida en que no se comprometa el 
abastecimiento interno al momento del otorgamiento, si la legislación de las partes 
así lo requiere” (Aroskind, 2011), esto permitía cesar los suministros de gas ante un 
posible déficit de suministro interno. 
 Esta situación por si sola dejó al país ante una situación de fragilidad que 
afecto directamente la producción y el crecimiento económico durante dicha época, 
no obstante a esto se le suman factores de carácter nacional que dificultaron el paso 
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por esta crisis energética. Por una parte vuelve a centrarse la atención en la ley 
energética de 1999, ya que, al menos desde un ámbito más empresarial, esta 
modificación significo una reconfiguración del comportamiento de los inversionistas 
en energía. Al no suministrarse energía a los consumidores finales (llámese casas 
u hogares) se deberán pagar compensaciones por parte de las empresas eléctricas 
responsables. 
 Esto implico que durante el transcurso de los años posteriores a la ley 
eléctrica de 1999, muchos de los inversionistas no se interesaran en tomar clientes 
regulados (clientes cuya potencia conectada es inferior a 500kw), optando en su 
lugar por las grandes industrias, generándose una situación de estrechez del 
suministro (Barañao, 2008). Aun así, fue en gran medida gracias a esta ley que no 
se llegó a un estado de racionamiento energético como ocurrió en la crisis de 1998 
y las autoridades aseguraron que el suministro estaría asegurado hasta 2007.   
 Como respuesta de las autoridades ante esta situación de crisis, el presidente 
Ricardo Lagos anuncia la iniciativa de crear consorcios de importación de gas desde 
países lejanos. "Chile debe ejecutar un proyecto que permita traer gas desde países 
distantes, que están en condiciones de proveernos gas natural licuado, descargarlo, 
regasificarlo y conectarlo a la red que existe de gas en Chile". (La Nación, 2004) 
Iniciativa que se materializó en el año 2007. 
 A pesar de estas medidas, los puntos débiles de la iniciativa del presidente 
Ricardo Lagos eran los altos costos de los insumos energéticos y en el alza de las 
tarifas por la energía que ello implicaba. Esto es en parte debido a que con el ingreso 
del gas argentino a la matriz, el precio de la energía se vio reducido en un 40% (La 
Nación, 2004). Sin embargo las empresas fueron quienes tomaron la última palabra 
y se asumió que el abastecimiento de gas argentino es inseguro y vulnerable, 
además de que las existencias de gas no se extendían más allá de los 15 años 
(desde el momento de la firma del tratado de conexión gasífera entre ambos países 
en el año 1995) (Barañao, 2009). 
 En el corto plazo, se optó por reacondicionar las centrales de ciclo combinado 
para que estas fueran capaces de funcionar con diésel para suplir el déficit de 
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suministro de gas proveniente de Argentina (Corbo et al, 2014). Lo que encareció 
en sobre medida el precio de la energía debido a los gastos asociados a la compra 
de este insumo, generando con ello el final de la época de bonanza del gas 
argentino y el encarecimiento constante de la energía en el país, situación que en 
mayor o menor medida, se ha reproducido hasta ahora. 
 A lo anterior se suma la constante negativa por parte de la ciudadanía y la 
opinión pública ante proyectos energéticos de alto impacto ambiental, siendo el más 
característico de todos HidroAysén aprobado el año 2011 en el gobierno de 
Sebastian Piñera y que constaba 5 centrales hidroeléctricas en la región de Aysén, 
XI región del país (La Tercera, 2011) y las centrales de Castilla y Barracones. 
 
4.4. Falencias del modelo energético chileno posteriores a la crisis: 
 
 El modelo energético chileno se ha caracterizado en los últimos años por 
constantes alzas en los precios de la energía, principalmente debido a los precios 
del carbón y el diésel, el acceso de estos insumos en el mercado y al estancamiento 
de nuevos proyectos de generación de energía que han impedido diversificar la 
matriz energética. Esto provoca que Chile sea uno de los países en el que las 
empresas pagan más por energía, posicionándose en décimo tercera posición a 
escala global como lo constata el Índice global de rendimiento de la arquitectura 
energética 2014 (Astudillo, 2013) 
 Esto tiene una serie de consecuencias de carácter económico y social (Corbo 
et al, 2014). Por una parte, esto provoca fugas de inversión hacia economías donde 
el precio de la energía es menor, mermando el desarrollo de la industria y la 
capacidad de producción a futuro. Por otro lado, el ingreso ciudadano general se ve 
afectado negativamente la capacidad de adquisición de las familias y hogares, 
afectando los índices de desarrollo económico. Por otro lado, una matriz basada 
principalmente en combustibles fósiles tiene un alto impacto ambiental y resulta 
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tremendamente perjudicial debido a los gases de efecto invernadero que son 
emanados a la atmósfera. 
 Además de lo anterior, este escenario de incertidumbre ante nuevos 
proyectos energéticos, y precios por insumos necesarios para la generación de 
energía cada vez más altos frena las inversiones en firmas intensivas en energía 
eléctrica, como es el caso de la minería del cobre. Esta no solo se ve afectado por 
lo anterior, sino que también, al estar ubicada en el norte del país, zona 
caracterizada por su sequedad y la escasez de agua dulce, obliga a las empresas 
a desalinizar el agua de mar, actividad que requiere una gran cantidad de energía, 
lo que acrecienta los costes de producción (Corbo et al, 2014). 
 Muchas de estas problemáticas son el resultado de las anteriores 
restricciones de gas desde Argentina en el año 2004. La decisión de reacondicionar 
las centrales de ciclo combinado basadas en gas para que operaran con diésel 
resultaba la opción más viable dada su disponibilidad y a la infraestructura 
energética instalada en ese entonces. 
 Un escenario similar se vive con el carbón, insumo que también tuvo una 
mayor participación dentro de la matriz energética post-crisis del gas argentino. A 
pesar de ser uno de los recursos más baratos y abundantes en el mundo, durante 
la época, el impulso de las grandes economías como China e India produjo 
presiones en la generación eléctrica a base de carbón, lo que aumentó en un 800% 
el precio de este recurso en los mercados internacionales (Corbo et al, 2015). 
 Chile se ve en la obligación de recurrir al mercado para abastecerse de estos 
insumos necesarios para generar energía, esto debido a que geográficamente, este 
es un país con escases recursos energéticos en cuando a hidrocarburos. Muchos 
de estos recursos están posicionados y concentrados hacia el este de la cordillera 
de los andes, dejando a Chile en una posición desventajosa en cuanto a su 
capacidad de abastecimiento de recursos estratégicos (Corbo et al, 2014) 
 




 Durante el año 2008, durante el primer gobierno de Michelle Bachelet, se 
promulga la ley 20.257, la cual tiene por objetivo el promover el desarrollo y el uso 
de las ERNC (energías renovables no convencionales) en el país, entendiendo las 
ERNC como aquellas formas de producción de energías que no agotan ni se 
consumen en una escala humana. Entre estas formas de energía están la energía 
solar, eólica, geotérmica, mareomotriz, cogeneración, hidroeléctricas de pequeña 
escala y dependiendo de su forma de explotación, también la biomasa, la 
geotérmica y la biomasa. 
 Esta ley consiste en un sistema de cuotas que exige de manera paulatina un 
porcentaje de generación eléctrica de parte de ERNC. En otros términos exige que 
cada generador o consumidor de más de 200MW que esté conectado al SIC o al 
SING, en sus nuevos contratos de energía, deberá cumplir con una generación 
mínima a partir de ERNC. En caso de no cumplir estas exigencias, se deberán pagar 
multas en relación a los MW por hora. 
 Aún a pesar de lo anterior, el desarrollo de las ERNC en el país ha sido 
prácticamente inexistente hasta el año 2010, teniendo estas formas de energía una 
escasa participación en la matriz energética nacional. No obstante este fue un 
primer paso para la diversificación de la matriz energética y una mayor 
competitividad del sector, ya que Chile es considerado el territorio más privilegiado 
en cuanto a capacidad de ERNC se refiere (Arenas, 2011). Por consiguiente, en el 
año 2015 se promulgo la ley 20.698, que amplía las obligaciones sobre ERNC para 
los generadores, cifra que se elevaba hasta un 10% de participación de ERNC para 
el año 2025 y que ahora corresponde a un 20% para el mismo año. 
 Este impulso a las ERNC ha adquirido una nueva importancia gracias al 
nuevo proyecto energético del gobierno llamada Energía 2050. Este busca construir 
una visión compartida para el desarrollo futuro del sector energético, con validación 
social, política y técnica. Por ello a lo largo de los 18 meses de su formulación y 
duración, se formaron diferentes instancias de debate, discusión y canales de 
comunicación para fomentar la participación de diferentes grupos sociales e 
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incluyeron en ello un comité consultivo compuesto por actores clave en el sector, 
además de una plataforma virtual para convocar a una mayor participación 
ciudadana, consejo que vino de parte de la OECD. 
 Entre los principales objetivos del proyecto Energía 2050, están el lograr al 
año que da nombre al proyecto una matriz energética segura y capaz de entregar 
un suministro de calidad, una matriz que mejore la calidad de vida de los ciudadanos 
mediante el acceso equitativo a la energía, una infraestructura consiente de las 
necesidades regionales y locales, que sea altamente competitiva, abierta a nueva 
tecnologías, de bajo impacto ambiental y respetuoso frente a los ecosistemas 
terrestres, marinos y aéreos, poseer bajos niveles de emisión de gases de efecto 
invernadero, el buen y eficiente uso de la energía y crear una cultura energética 
responsable, entre muchas otras características (Ministerio de Energía, 2016). 
 Bajo este contexto, el desarrollo de las ERNC en el país ha demostrado un 
crecimiento explosivo, con un amplio fomento por parte de las autoridades a estas 
formas de energía, grandes inversiones en ERNC por parte de privados y un gran 
número de proyectos energéticos basados en estas formas de generar energía. A 
saber, según la Cámara Chilena de Construcción (CChC), las ERNC demostraron 
ser el principal motor de la creación de proyectos, explicando el 93% de casi 25 
millones de dólares ingresados que da cuenta la institución (Peña, 2015). 
 Este escenario se ve reflejado además por el reconocimiento a nivel mundial 
de Chile en cuanto a inversión en ERNC durante el año 2015, posicionándose entre 
los 10 países que más dinero invirtió en estas energías. (Espinoza, 2016) por otro 
lado, el constante reemplazo del diésel por energía solar por parte de las mineras 
en el norte del país (principalmente por la constante alza en los precios de los 
hidrocarburos y la agenda energética del gobierno) demuestra este auge de las 
renovables en el país, con el objetivo de llegar a tener un 70% de capacidad 
instalada de este tipo de energías en el país en 2050. 
 Por último, la ciudadanía chilena es cada vez más consiente de las 
consecuencias de poseer una matriz energética tan contaminante y de cómo están 
afectan no solo a su propio entorno, sino que también como estas formas de 
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producción energética repercuten en un todo, los ecosistemas, la calidad de vida y 
al mundo, prueba de esto es la relación que hace la ciudadanía de una matriz 
energética limpia, con el cuidado del medioambiente y la salud personal (Tironi, 
2007). 
 
5. MARCO TEÓRICO: 
El marco teórico de esta investigación consta de cuatro partes. En una 
primera parte, abordo la relación entre sociología y políticas públicas, y sociología y 
energía. Esta sección tiene por objeto situar la relevancia del estudio sociológico de 
ambas. En una segunda sección, ahondo en el análisis de la política pública, 
describiendo las corrientes más importantes y desarrollando dentro de estas, las 
corrientes asociadas al neo-institucionalismo, especialmente el denominado 
institucionalismo discursivo. El objetivo de ello, es posicionar la importancia del 
análisis de las ideas como motor del cambio de la política pública. En una tercera 
sección nos enfocamos en desarrollar en detalle la concepción del cambio de 
política pública a través del análisis de las ideas. Para ello se ahonda en la noción 
de paradigmas de política, y se describen las formas del cambio de políticas basado 
en las ideas, mencionando también la importancia de la hegemonía. Por último, en 
la cuarta sección, abordo la dicotomía entre agencia y estructura en sociología, 
como marco que permite entender el rol que cumplen determinados actores 
individuales en el cambio de la política pública energética. En el caso chileno, esto 
está dado por el rol central que ocupa el Presidente de la República en la definición 








5.1. Sociología y políticas públicas: 
Las políticas públicas están presentes tanto en la vida cotidiana como en la 
actividad política nacional e internacional, están presentes en múltiples actividades 
sociales y contienen elementos importantes para la comprensión tanto del 
comportamiento, como del funcionamiento de determinadas esferas sociales. En 
efecto, estas son entendidas no como algo estrictamente perteneciente al aparato 
estatal, sino que poseen una gran importancia en términos globales y generales. 
Desde sus inicios el estudio y el análisis de las políticas públicas ha sido un 
campo interdisciplinar que escapa incluso a las llamadas ciencias sociales, aunque 
puede ser comprendido en términos generales como el estudio de la acción de los 
poderes públicos en la sociedad (Subirats et al, 2008). Lo anterior y dada la 
definición del análisis de políticas públicas, han existido múltiples corrientes y 
escuelas que han dedicado sus esfuerzos en esclarecer la complejidad de la acción 
pública en la vida cotidiana de los individuos. 
Las políticas públicas son generalmente comprendidas como una serie de 
respuestas por parte del estado frente a situaciones socialmente problemáticas o 
juzgada como políticamente inaceptables (Subirats, 2008). En una política pública 
son los síntomas de un problema social los que por lo general constituyen el punto 
de partida para una toma de conciencia por parte de los poderes políticos y a su 
vez, no se esclarecen del todo las causas del problema ni se llega a una definición 
compartida del problema por parte de los actores involucrados. 
 Del mismo modo, un problema público es considerado como tal una vez que 
este ha sido articulados a través de mediadores, para luego ser discutido durante 
los procesos de toma de decisión (Subirats et al, 2008). En este sentido, una política 
pública es un constructo social y político, por consiguiente, su conceptualización 
siempre dependerá de las nociones, percepciones e intereses que posean los 
diferentes actores, tanto públicos como privados que intervengan durante el proceso 
(Subirats et al 2008). 
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 La política pública no es el poder político como tal, sino la utilización de este 
para con los problemas colectivos. Por consiguiente, una política pública hace 
referencia a las interacciones, alianzas y conflictos, dentro de un marco institucional 
específico, entre diferentes actores tanto públicos como privados para tratar (no 
resolver) un problema colectivo que requiera de una acción concertada. 
 El concepto de “tratamiento” en lugar de “solución”, es una corrección 
necesaria, ya que el planteamiento acerca de resolver un problema implica una 
acción eminentemente racional y dirigida de forma específica y que conlleva a 
cambios claros  y a la completa resolución de un problema. En la práctica es 
tremendamente complejo el dilucidar de forma eficiente los resultados, las acciones 
consiguientes e incluso aún más difíciles, la completa desaparición del problema. 
 De lo anterior, se plantea una definición de una política pública, a saber: “Una 
serie de decisiones o acciones intencionadas, tomadas por diferentes actores, 
públicos y a veces no públicos –cuyos recursos, nexos institucionales e intereses 
varían- a fin de tratar un problema políticamente definido como colectivo. Este 
conjunto de decisiones y acciones da lugar a actos formales, con un grado de 
obligatoriedad variable, tendentes a modificar la conducta de grupos sociales que, 
se supone, originaron el problema colectivo a tratar (grupos objetivo), en el interés 
de grupos sociales que padecen los efectos negativos del problema en cuestión” 
(Subirats et al, 2008, p. 41) 
 Esta definición de política pública incorpora el conjunto de actividades 
normativas y administrativas que tratan de mejorar determinados problemas. Los 
efectos deseados dependerán de un conjunto de decisiones complejas con una 
lógica de centro a periferia. Este conjunto de acciones y decisiones son las 







5.2. Sociología y energía: 
Para abordar la problemática energética, se debe conocer la importancia que 
tiene la energía en el desarrollo de las sociedades modernas, ya que esta atraviesa 
todos los patrones de la cultura. Los recursos energéticos (o el acceso a estos) 
limitan el desarrollo de las sociedades e incluso afectan los valores y las creencias 
y las capacidades organizativas de estas, las cuales son capaces de evolucionar 
hasta donde les permitan sus recursos energéticos (Pardo, 2006). 
Se debe entender que la energía es una fuerza propulsora que permite a los 
individuos convertir los recursos naturales y/o materiales en bienes y servicios útiles 
(Pardo, 2006). Vale decir, es una variable que puede modificar la realidad en la que 
los individuos se desenvuelven. Esta influye en el trabajo y las relaciones de 
producción, en cuánto se produce, cómo y por qué. El suministro de energía es el 
que limita la producción que se hará de un determinado bien o servicio y esto es 
más patente aún en las sociedades modernas. 
Ejemplos de lo anterior pueden ser el reemplazo de la leña por el carbón 
como principal fuente de combustible, lo que propició y fortaleció la naciente 
revolución industrial en la Inglaterra del siglo XVIII y con ello fomentó el desarrollo 
tecnológico en el vapor, dando paso a la locomotora y al piróscafo (Pardo, 2006). 
Es por ello que los problemas energéticos no solo pueden ser entendidos de forma 
técnica, sino que también lo deben ser en términos de interacción entre factores 
tecnológicos, económicos, ambientales y sociopolíticos y ser tratados desde ahí. 
Actualmente las sociedades modernas se han desarrollado sin ser 
plenamente conscientes de la dependencia de la energía y de los recursos 
naturales, esto debido a la creciente globalización y el comercio internacional, ya 
que la energía al estar abierta al mercado puede ser comprada y vendida. Por lo 
general son durante los periodos de crisis en las cuales se generan las mayores 
alteraciones al modelo energético (ya sea local o internacional) y desde ahí parte la 
concientización al respecto (Pardo, 2006). Por ejemplo, desde la primera crisis del 
petróleo en los años 1973 y 1974, las sociedades han sido conscientes de la 
debilidad del modelo convencional de energía basado en los combustibles fósiles 
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(ya sea carbón, gas natural licuado o GNL y el petróleo). No obstante, esta crisis 
internacional no produjo políticas alternativas fuertes en la medida en que se 
superaron dichas problemáticas (asumiendo en ello la subida de precios del crudo 
y una baja en el suministro). 
En la actualidad se conoce abiertamente que la era del crudo está en 
constante declive, no solo por razones económicas, sino que también por razones 
políticas, medioambientales y sociales. Desde esta crisis del crudo, se ha 
desarrollado de manera constante una conciencia en la sociedad acerca de la 
fragilidad del modelo energético clásico, el desarrollo local y el impacto ambiental y 
en el que surgen diferentes alternativas (Pardo, 2006). 
 Al mismo tiempo debe entenderse que la generación de energía tiene 
diferentes grados de impacto tanto ambiental como social. El crecimiento 
desmesurado y el despliegue energético que caracteriza a las sociedades 
modernas principalmente desde el siglo XIX han tenido efectos nocivos en el medio 
ambiente y costes sociales, consecuencias que son cada vez más interiorizadas 
tanto por la ciudadanía como por las autoridades. El uso y la explotación de 
determinados recursos siempre traen consecuencias y estas reconfiguran el 
ordenamiento y compresión de los afectados y relacionados. 
 Muchos de estos impactos son conocidos y repudiados por la ciudadanía y 
comunidades locales directa o indirectamente afectados, ya sea por la 
contaminación provocada por diferentes centrales energéticas, la modificación o la 
destrucción de flora y fauna o por razones sociales orientadas al trabajo, la salud, 
la seguridad o la propiedad, entre otros. 
 
5.3. Perspectivas de análisis de políticas públicas. 
Desde sus inicios el estudio y el análisis de las políticas públicas ha sido un 
campo interdisciplinar, aunque puede ser comprendido en términos generales como 
el estudio de la acción de los poderes públicos en la sociedad. Lo anterior y dada la 
definición del análisis de políticas públicas dada anteriormente, han existido 
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múltiples corrientes y escuelas que han dedicado sus esfuerzos en esclarecer la 
complejidad de la acción pública en la vida cotidiana de los individuos. 
A continuación haremos una breve caracterización de la manera en que 
diferentes corrientes entienden la política pública. Las corrientes identificadas son 
tres: las teorías del estado, las teorías que explican su funcionamiento, y la 
evaluación de impacto. Esto servirá para describir con más detalle el marco analítico 
que guía esta tesis, caracterizado por el neo-institucionalismo y la centralidad que 
el denominado "institucionalismo discursivo" otorga a las ideas en la comprensión 
del cambio de la política pública. 
 
5.3.1. La política pública y las teorías del estado: 
Para la primera de estas corrientes, aquella referida a las teorías del estado, 
el análisis de las políticas públicas es un medio para explicar lo esencial de la acción 
pública, la esencia de lo político y la naturaleza del estado (Subirats, 2008). 
Siguiendo a Subirats (2008), dentro de esta corriente ampliamente estudiada por la 
ciencia política, encontramos tradicionalmente, tres modelos principales, a saber: 
El primer de estos modelos versa sobre una concepción de estado como 
“ventanilla”, a través de la cual se atenderían todas las demandas de la sociedad. 
Las políticas públicas serian la respuesta por parte del estado a aquellas demandas, 
luego de que estas fueran racionalizadas y mediante una lógica de optimización de 
las decisiones colectivas. Esta perspectiva implica que la ausencia de una política 
pública es debido a la ausencia de una problemática social. No obstante, esto no 
siempre es así, ya que la ausencia de una política pública puede deberse también 
a una falta de definición o caracterización del problema o incluso a bloqueos por 
parte de otros actores de carácter privado ante de la defensa de ciertos intereses, 
esto limita la capacidad explicativa de esta corriente. 
El segundo modelo teórico en el interior de las teorías del estado bebe 
directamente de la teoría marxista, planteando al estado como un instrumento de 
dominación al servicio de una clase social determinada o grupos determinados. Bajo 
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este modelo la acción pública no escaparía de los intereses capitalistas o los 
intereses particulares de las elites y los problemas sociales serían considerados 
como tal mientras estos estén en concordancia frente a los intereses de las clases 
dominantes. 
El tercer modelo se centra en el reparto de poderes e influencias entre los 
diferentes actores inmiscuidos durante los procesos de formulación y en la continua 
interacción y negociación entre ellos. La centralidad está en la organización y 
representación de los diferentes intereses de los actores. Bajo este enfoque, 
muchos de los servicios públicos estarían “capturados” por ciertos grupos de interés, 
lo que implicaría el poseer relaciones privilegiadas y exclusivas con el “capturador”, 
entendiendo la captura como la toma de una posición ventajosa o una mayor 
influencia por parte de determinados grupos y en desmedro de otros, mediante el 
cual se modifica el resultado en favor de los intereses particulares del mismo. 
 
5.3.2 La política y la explicación de su funcionamiento: 
Una segunda corriente para entender la política pública es aquella que intenta 
explicar su funcionamiento, entendiendo el análisis de políticas públicas como un 
medio para la comprensión de la operatividad o la lógica de la acción pública 
(Subirats, 2008). Dentro de esta perspectiva el estado es comprendido no solo como 
un instrumento o un actor único y homogéneo, si no que por el contrario, este sería 
un sistema político-administrativo complejo y altamente heterogéneo e incluso 
incongruente dentro de sí mismo. Este modelo es desarrollado por múltiples 
disciplinas, tales como la economía, ciencias administrativas, sociología de la 
organización, entre otras. 
Mediante este modelo se busca no sólo la comprensión de la acción estatal 
y su funcionamiento, sino que además la convivencia colectiva entre actores 
(Subirats, 2008). Dentro de esta corriente de pensamiento también encontramos 
diferencias teóricas y matices, en cada una de ellas la atención recae en diferentes 
etapas de las políticas públicas, ya sea en los procesos de toma de decisión y en 
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las estrategias de los actores, en las herramientas de intervención pública, las 
estructuras, procedimientos y formas institucionales o en la dimensión cognitiva y 
normativa mediante el cual los actores sitúan su accionar, siendo esta la “visión del 
mundo” que poseen los diferentes actores y que enmarca sus acciones en patrones 
determinados. 
En cada una de estas perspectivas se busca la comprensión de la 
complejidad de los procesos de decisión y de acción pública mediante el análisis 
individual de diferentes aspectos que componen el objeto de análisis. 
 
5.3.3 La Evaluación de proyectos e impacto de la política pública: 
Esta tercera corriente de pensamiento sobre las políticas públicas se centra 
en la explicación de los efectos de la acción pública en la sociedad y sus resultados, 
teniendo como eje los planteamientos y objetivos buscados, así como sus 
externalidades, efectos indirectos o no previstos (Subirats, 2008). Esta perspectiva 
es característicamente explicativa, a la vez que práctica. Siendo la evaluación de 
políticas públicas una profesión en sí misma. 
 
5.4. Los nuevos institucionalismos y el institucionalismo discursivo: 
Para construir el marco analítico de esta investigación, nos centraremos en 
la segunda corriente teórica mencionada anteriormente, a saber, aquella referida a 
la explicación del funcionamiento de las políticas públicas y la explicación de su 
funcionamiento y en particular, un modelo al interior de esta: el neo-
institucionalismo.  
Entrando en materia, el neo-institucionalismo es un conjunto de teorías que se 
caracterizan por explicar y entender la acción política a partir de las instituciones, 
las cuales pueden ser definidas de manera más general como “complejos de ideas 
y prácticas que contienen normas específicas de la conducta entre las personas” 
(Smith, 1962). Una institución es una organización relativamente compleja de 
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relaciones sociales sujetas a una normativa y dirigida a la consecución de un interés 
o la satisfacción de una necesidad (Hiller, 1947, citado por Smith 1962). Esta rama 
de estudio de las instituciones fue el resultado de las imposibilidades explicativas 
que presentaba el institucionalismo clásico, basado principalmente en el 
funcionalismo, el marxismo y el conductismo, adoptando con ello tres nuevas 
perspectivas: el institucionalismo histórico (IH), el institucionalismo de la elección 
racional (IR) y el institucionalismo sociológico (IS). 
Estas nuevas ramas del institucionalismo tienen enfoques propios, pero 
siguen teniendo en común la centralidad que dan a las instituciones en el proceso 
de comprensión de la política. El IR se caracteriza por poseer una versión 
economicista de la realidad, planteando a los actores como maximizadores y 
optimizadores y reaccionando con arreglo a fines su acción ante otros actores. Esto 
hace que las instituciones sean el resultado del juego consciente de los actores y 
son por consiguiente endógenos, es decir, son el resultado de las actuaciones 
necesarias para lograr determinados intereses (Zurbriggen, 2016). 
El IH tiene una fuerte centralidad en los hechos pasados y las instituciones 
son las que configuran las estrategias y los objetivos de los actores, mediando en 
las relaciones de cooperación y conflicto condicionando los resultados del juego 
político (Steinmo, 1992). A su vez, las instituciones no solo guían los intereses de 
los actores, sino que también estos intereses son moldeados y modificados por las 
mismas. Las instituciones son el resultados de asimetrías de poder entre los actores 
en coyunturas críticas (Krassner en Schmidt, 2006). Y tienden a reforzar su 
estructura históricamente. 
El tercer enfoque del neo-institucionalismo, el IS, se caracteriza por su 
énfasis en las instituciones como marcos de referencia culturales mediante los 
cuales, los individuos pueden llegar a construir sus preferencias y adoptar una 
determinada forma de ver la realidad. Estos individuos mediante procesos de 
socialización aprenden a seguir determinadas formas de comportamiento y a seguir 




Aun cuando las tres corrientes del neo-institucionalismo han permitido 
grandes avances en conceptualizar la continuidad y el cambio de la política pública, 
estas poseen debilidades. La característica común es que las tres son incapaces de 
explicar los procesos de cambio con claridad debido a sus posturas estáticas, a no 
ser que adopten nuevos supuestos para hacerlo. Al mismo tiempo, estas 
perspectivas pecan de establecer a las instituciones como entes exógenos y 
demuestran un énfasis en la estructura sin llegar a establecer a la agencia como un 
factor realmente importante (Schmidt, 2006). 
Algunas de las falencias que plantea Schmidt respecto a las otras tres ramas 
del institucionalismo van referidas particularmente a la incapacidad de explicar la 
realidad política, principalmente momentos de cambios o turbulencia, sin sacrificar 
en el camino parte de los propios principios que plantean estas teorías. Una de las 
principales características de estas tres ramas teóricas, el IH, IR y el IS, es que 
plantean a las instituciones como dadas (una vez creadas) y como algo externo a 
los actores (Schmidt, 2006). 
En el IH, las instituciones una vez formadas buscan reproducirse continua y 
regularmente, mientras que para el IR y el IS, las instituciones son simplemente el 
contexto en el cual los sujetos actúan, ya sea como una forma de incentivos 
estructurados en el IR, o como una serie de normas, valores y pautas de 
comportamiento en el IS. Por consiguiente, la acción en estas tres ramas neo-
institucionalistas es comprendida como un continuo seguimiento de reglas (Schmidt, 
2006). De ahí la dificultad de estas teorías de explicar los procesos de 
transformación en la esfera política y el que tengan que adoptar conceptos y 
variables ajenas y en contraposición a sus planteamientos para lograr explicar 
situaciones que escapan de las capacidades teóricas de las mismas. 
Ante esta situación, Schmidt al comprobar que muchos de los trabajos de los 
neo-institucionalistas tenían que alejarse de sus supuestos básicos para lograr 
completar sus explicaciones, propone la existencia de un cuarto enfoque del neo-
institucionalismo, el cual sería denominado como institucionalismo discursivo (ID), 
otorgándole a las ideas un papel de gran importancia en este enfoque. 
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Referente al IH, uno de los principales problemas que posee esta teoría es 
que tiende a ser a-histórica. Para lograr explicar se refiere a procesos y 
circunstancias críticas o coyunturas, o procesos de reforzamiento positivo, que 
consiste básicamente en cambios mínimos que son necesarios para reafirmar las 
bases y estructuras de las instituciones. El problema es que estos procesos y 
coyunturas son inexplicables en sí mismos según la dinámica del IH ya que 
implícitamente, estos procesos de cambio reconstruyen una estructura que debería 
estar en constante reproducción. 
Respecto al IR, los principales exponentes plantean que las preferencias de 
los individuos se mantienen fijas y que los intereses de los mismos pueden ser 
separados de sus ideas. Esto implica que la racionalidad es instrumental y que los 
intereses por si mismos son capaces de establecer una acción racional. Para 
Boudon (2003), la racionalidad es cognitiva en lugar de instrumental, por lo que la 
acción debe ser explicada a partir del sentido que da el actor. En este sentido, no 
se pueden distinguir entre ideas e intereses, ya que los primeros constituyen los 
segundos (Hay, 2006). 
Por otro lado, el IS se caracteriza no por su desapego a las ideas, sino por lo 
contrario, ya que en el IS todo se basa en las ideas y el discurso. Tiene un gran 
énfasis en los marcos de percepción, las normas, los sistemas de significados. Lo 
que distingue al ID del IS, es que en el primero, las ideas son entendidas como 
constructos dinámicos, mientras que en el segundo estas se comprenden como 
estructuras estáticas (Schmidt, 2006). 
Muchos de los ciencistas políticos y estudiosos que han decidido dar espacio 
al ID en sus investigaciones en los últimos años se han caracterizados 
principalmente por demostrar cuatro elementos comunes (Schmidt, 2006). Primero, 
dar a las ideas y al discurso una importancia relevante en los procesos de la política; 
segundo, plantear esas ideas en un contexto institucional determinado; tercero, 
posicionar a las ideas en un “contexto de significado” y por último, poseer una 
perspectiva mucho más dinámica tanto del cambio como de la continuidad. 
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Todo lo anterior entra contraste a las tres anteriores ramas del neo-
institucionalismo. Por consiguiente, el ID se presenta como un aproximamiento que 
permite dilucidar y comprender la acción política de una manera que escapa a los 
anteriores institucionalismos. La finalidad y una de sus principales interrogantes es 
explicar el surgimiento de la acción política por medio del discurso y como la política 
pueda cambiar o mantenerse. 
 
5.5. Las ideas y el cambio de la política pública 
5.5.1 La importancia de las ideas en la política: 
En cuanto al estudio de las políticas públicas como tal, fue Lasswell quien 
acuño el término “ciencias de la política” a inicios de la segunda mitad del siglo, a 
pesar de que mucho consejeros ofrecían asesoría a dirigentes de manera informal, 
esto marcó el inicio de una tradición intelectual y conformó una disciplina basada en 
el análisis de las políticas y la administración pública (deLeon, 1997). 
Lasswell planteó una dinámica por etapas del proceso de formulación de 
políticas públicas, un esquema el cual mostraba como se propone, examina, realiza 
y concluye una determinada política. Este esquema plantea seis etapas centrales, 
las cuales son la Iniciación, estimación, selección, implementación, evaluación y 
terminación. 
Paul Sabatier planteo diversas críticas al modelo de etapas de Lasswell y 
negó su efectividad para sustentar la investigación y la enseñanza, además de que 
no reconocía el papel de las ideas en la evolución de las políticas. Esto último recae 
principalmente en que la “iniciación” primera etapa del modelo de Lasswell, no 
demostraba como surgían ni cómo se forman los nuevos programas o 
problemáticas, vale decir, presentaba un salto en lo que se puede denominar la 
“definición del problema” (deLeon, 1997). 
De acuerdo a Sabatier ese vacío podía ser explicado con la integración de 
las ideas como variable relevante dentro de los procesos de formulación de 
políticas. Como ya se mencionó anteriormente, esta preocupación por las ideas tuvo 
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un reflote a inicios de los años 90, en un contexto en el que la racionalidad 
instrumental y el homo económicos eran los esquemas principales para la 
explicación de los procesos políticos y que ha tenido una gran importancia hasta 
nuestros días (deLeon, 1997). 
 Las ideas pueden ser cruciales para explicar no solo el cambio, sino que 
también la permanencia o la reproducción de determinadas políticas. Aun a pesar 
de la capacidad explicativa que tienen las ideas para las ciencias sociales y 
particularmente para el estudio de las políticas públicas, no fue hasta las últimas 
dos décadas que el interés por las ideas reemergió en las en la ciencia política. 
 A partir de los años 80, esta concepción sobre las ideas perdió su fuelle a 
causa de un fuerte apogeo de neo-institucionalismo de la elección racional, evento 
que iba acompañado de la ola neo-liberalista mundial de la misma época. Durante 
este periodo se pensó que bastaba con asumir al actor como un agente racional 
que actuaba en base a la maximización de sus intereses a partir del uso instrumental 
de las instituciones (Garcé, 2015). 
 Este escenario no solo estaba en correspondencia con las tendencias 
mundiales dentro de la política, sino que además el estudio de las ideas en las 
ciencias políticas sufrió un estancamiento. Las ideas no solo ya no eran materia de 
estudio, sino que además estas no eran factibles en la medida en que estas no 
demostraban un grado de correspondencia entre las preferencias sustantivas, los 
discursos y los comportamientos de los actores. 
 No obstante el IR (y sus dos contrapartes teóricas, el IH y el IS) fue perdiendo 
su capacidad explicativa en el transcurso de los años. Schmidt (2006) explica que 
muchas de estas ramas teóricas, debieron dejar de lado sus supuestos base para 
adoptar enfoques que admitieran a las ideas como un factor clave dentro de los 
procesos de cambio de las políticas. Es por esta paradójica negación de los a priori 
de las tres ramas del neo-institucionalismo, que Schmidt se aventuró a declarar el 




5.5.2 Las ideas como paradigmas: 
En una primera instancia se debe comprender que los formuladores de 
políticas o “policymakers” operan a partir de un marco de referencia de ideas y 
estándares que amoldan sus acciones, no solo en cuanto a objetivos, sino que 
también el cómo lograr esos objetivos, cuales son los medios y la forma de utilizarlos 
(Surel, 2008). No solo eso, al mismo tiempo establece cual es el problema, como 
es visto, como es presentado y por consiguiente, como debe de ser tratado. Este 
marco de interpretación puede ser llamado paradigma de la política (Surel, 2008). 
Esta idea de paradigma implica una estructuración de la realidad, una visión 
de mundo y una forma determinada de entender cómo funciona la sociedad y en 
este caso particular, el campo político. Un paradigma posee valores determinados 
(como los derechos humanos, la propiedad privada, la equidad de género, 
seguridad social, etc.), hipótesis y leyes que lo definen y dan sentido de dichos 
valores en la realidad y una determinada metodología e instrumentos para actuar o 
influir en ella (Surel, 2008). 
 Este concepto de paradigma político es análogo y por consiguiente, muy 
semejante al planteado por Thomas Khun en La estructura de las revoluciones 
científicas (1983). En este sentido un paradigma político es un modelo aceptado 
políticamente que se mantiene vigente por un tiempo determinado, esta vigencia 
está dada tanto por la su capacidad de tratar determinados problemas públicos 
como por la lucidez que entrega ante diferentes interrogantes que se presentaban 
oscuros en el paradigma anterior. 
El concepto de paradigma es un eje principal a la hora de explicar los cambios 
dentro de las comunidades científicas y en este caso, es primordial para llegar a 
comprender tanto la mantención como los cambios políticos. La adopción de un 
paradigma es una estructuración de la actividad política alrededor de principios, 





5.5.3 Ideas y cambio de la política publica 
Los cambios pueden ser categorizados según el impacto que tenga en tres 
dimensiones principales del proceso de formulación de políticas, los cuales son: los 
objetivos, los instrumentos y la forma de usar dichos instrumentos. Dependiendo de 
la clase de dimensiones que abarque, los cambios se pueden categorizar en primer, 
segundo o de tercer orden El cambio de primer orden modifica el uso instrumento a 
utilizar pero no cambia los objetivos de la política; los cambios de segundo orden a 
modifican el instrumento y como el anterior, mantiene los objetivos; por último el 
cambio de tercer orden corresponde a un fuerte cambio en el modelo y el paradigma 
propio de la política y la manera de comprender los problemas (Hall, 1993) 
Siguiendo con las analogías sobre el trabajo de Khun, podemos establecer 
además, tres etapas principales dentro de la política: periodo vago, política pública 
normal y crisis. La primera de estas etapas corresponde a una fase de inestabilidad, 
en el que múltiples paradigmas entran en conflictos los unos con los otros y que 
resultan incapaces de establecer consenso debido a las “visiones de mundo”, 
instrumentos y acercamientos diferentes a los problemas en cuestión. Esta primera 
etapa corresponde a la emergencia de los problemas públicos, en los cuales se 
discute acerca de cómo deben ser tratados entre los diferentes actores. 
La segunda etapa corresponde a un periodo relativamente estable en el que 
existe un paradigma dominante que enmarca y moldea el proceso de formulación 
de políticas públicas y por consiguiente, establecer un modelo cognitivo, normativo 
metodológico e instrumental específico para los problemas públicos. Este periodo 
no está exento de grupos que no compartan el paradigma dominante, pero no 
obstante estos o enmarcan sus actividades dentro del modelo dominante o no tienen 
suficiente influencia. Cuando las ideas son ampliamente compartidas por una 
comunidad política, estas se vuelven un paradigma. 
Por último y más importante, está la etapa de crisis, en la cual el paradigma 
dominante ya no es suficiente para tratar con los problemas públicos. Dichas crisis 
pueden ser producto de diversos factores: avances tecnológicos, movimientos 
sociales, catástrofes de gran magnitud, el fortalecimiento de ideas contrarias, etc. A 
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su vez, estos cambios pueden ser paulatinos o drásticos, pueden alargarse a lo 
largo del tiempo o ser presurosos. 
No obstante, el proceso de cambio de paradigma es azaroso, ya que como 
ya está establecido, cada paradigma contiene en sí mismo formas e instrumentos 
que hacen a los formuladores de políticas acercase a las problemáticas de maneras 
distintas, en este sentido, Hall (1993) explica tres elementos importantes en estos 
cambios. 
El proceso de cambio de paradigma es un juego de poderes en el cual los 
argumentos a favor y en contra no son solo el único medio para el resultado, sino 
que también los recursos que se puedan movilizar, los factores externos, entre 
muchos otros elementos pueden afectar el poder de un determinado grupo a 
imponer su paradigma por sobre otros. Dependiendo de la fuerza del modelo 
dominante, la nueva información puede no tener efectos importantes o ser ignorada 
por los defensores del modelo como por otros actores relevantes. 
En segundo lugar, cuestiones de autoridad son por lo general de vital 
importancia a la hora de cambiar de paradigma, los cambios de autoridad en la 
política tienden a ser un elemento anterior al cambio de un paradigma político. Esto 
debido por lo general a la necesidad de grupos u actores de poder de tomar 
decisiones ante situaciones problemáticas. Este fenómeno es por lo general 
recurrente ante materias de alta complejidad técnica, en la cual los actores políticos 
deben de tomar decisiones entre múltiples expertos que están en conflicto (Hall, 
1993). 
Por último, la experimentación en políticas públicas y el fallo de estas políticas 
también tienen un papel central en el cambio de paradigma político. Cuando las 
medidas para tratar determinado problema público no son satisfactorias o no 
cumplen con su cometido, estas políticas fallidas mermarán la legitimidad del 
paradigma dominante y a sus defensores, propiciando en un futuro el cambio. 
 Lo anterior se traduce en un debilitamiento de lo que se denomina estatus 
quo, el cual vendría siendo el peso de decisiones anteriores, o los resultados de 
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políticas públicas pasadas y que es el reflejo y acción de un paradigma dominante. 
Mientras más fuerte y legitimado sea el estatus quo y sus defensores, menos 
probables serán los cambios, ya sean de primer, segundo o de tercer orden. Por el 
contrario, mientras más debilitado se encuentre dicho estatus quo, los cambios son 
más probables. 
El poder de las ideas puede debilitarse o acrecentarse con el transcurso del 
tiempo, así como las instituciones, algunas pueden ver su prestigio y autonomía 
mermada mientras que otras pueden verse potenciadas a lo largo del tiempo. 
Cuando el estatus quo se encuentra desacreditado, a la vez que algunas ideas han 
ganado credibilidad y significancia, pueden ocurrir cambios importantes en la 
política. 
 
5.5.4 Desacreditar el status y cambios de paradigma: 
Como en las comunidades científicas descritas por Thomas Khun, las 
comunidades políticas poseen normas y formas de pensar compartidas. Cuando 
estas ideas son ampliamente aceptadas por la comunidad, estamos ante un 
paradigma. Se debe entender que estas dinámicas no son homogéneas y pueden 
existir comunidades con un paradigma específico, comunidades en constante 
conflicto de paradigmas o cambios de un paradigma a otro. 
Sin embargo el elemento central a la hora de producirse un cambio dentro de 
la política, es el desprestigio y el debilitamiento que posea el status quo, vale decir, 
el paradigma de la política en vigencia. El reorientar una forma de ver la realidad 
dependerá en gran medida de la resistencia que posea el paradigma vigente ante 
las críticas y los argumentos que se hagan tanto al modelo como a sus defensores 
(Baumgartner, 2012). 
Lo anterior desencadena un constante conflicto entre los defensores del 
paradigma vigente y quienes se oponen a él y como se consideren las situaciones 
y las medidas que se afronten con dicho paradigma, así como el riesgo asociado a 
los cambios, ya que estos siempre pueden traer consecuencias, efectos 
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secundarios o externalidades. Si la política basada en el status quo es fuerte y 
mantiene unas bases y avales sólidos, ya sean por actores influyentes o estructuras 
que respalden la política, el riesgo de un cambio puede ser demasiado grande. Por 
el contrario, se desarrolla un consenso acerca de lo inaceptable que es la política 
actual y esta se encuentra debilitada y sin el respaldo de actores o grupos que 
avalen el status quo, es más probable el cambio y menor la sensación de riesgo 
asociado al proceso. 
Desacreditar el status quo es vital a la hora de realizar lo que Hall (1993) 
denomina un cambio de tercer grado, vale decir, un cambio dentro de la forma de 
percibir el problema. No obstante, otros cambios, como los de primer o segundo 
orden no implican necesariamente un cambio dentro del status quo. Por lo general 
los defensores del paradigma vigente y del status quo argumentan que cambios de 
carácter más marginal son suficientes para afrontar situaciones que no han sido 
tratadas correctamente o nuevas problemáticas, sin que estos impliquen cambios 
dentro de la forma de ver la política (Baumgartner, 2012). 
Así mismo, un cambio de régimen o de gobierno puede no implicar un cambio 
dentro del status quo y por consiguiente en el paradigma de la política (Hall, 1993). 
Un gobierno de izquierda o de derecha puede poseer el mismo paradigma pero 
realizar ajustes marginales para amoldar los instrumentos o el uso de estos según 
sus intereses. Un cambio de liderazgo puede ser simplemente un cambio dentro del 
juego de poder, pero no dentro del marco de entendimiento de la política. 
Se debe entender que los cambios de tercer grado son por lo general más 
comunes luego de desastres, ya sean naturales o no (en los que se requiere una 
acción inmediata) y diferentes tipos de crisis, hechos que pueden ser posibles 
oportunidades para grupos que de oposición pero también pueden ser utilizados 
para profundizar en las políticas del status quo. Además, la ausencia de crisis no 
implica una ausencia de cambios, aunque estos son menos comunes, esto puede 
deberse a el debilitamiento de los intelectuales que apuestan por el paradigma 




En suma, para realizar un cambio de tercer grado, es necesario debilitar 
profundamente el status quo y por otro lado el poseer una batería de ideas tanto 
fuertes como legitimadas. Este enfoque presta gran importancia a la agencia, a la 
acción política tanto dentro como fuera de las instituciones públicas. Por 
consiguiente el desacreditar o no el status quo implica el comprender a las 
instituciones como más que un marco de pautas de comportamiento estáticas. 
Si el discurso es utilizados de manera efectiva, es decir, de la forma correcta, 
al o a los grupos correctos y en el momento correcto, puede generarse cambios 
dentro de la política y estos cambios estarán condicionados por cuán debilitado esté 
el status quo. Si este último es fuerte, los cambios en la política son leves o 
improbables. Si por el contrario, este se encuentra mermado y la defensa es escasa, 
pueden ocurrir cambios y estos pueden ser más profundos cuanto más debilitado 
este el status quo (Baumgartner, 2012). 
Dentro de la política, o dentro de lo que entendemos como campo político, 
se comprende que el status quo es el paradigma por la cual se crean y promulgan 
todas o una gran parte de las políticas públicas, estas reproducirán y/o adaptaran 
dicho status quo a través de las medidas que se empleen para tratar las diferentes 
problemáticas que se consideren como problemas públicos. Este status quo es el 
resultado de un consenso logrado por un determinado grupo el cual logro imponer 
su paradigma como paradigma político al obtener la hegemonía dentro del campo 
político. 
Este consenso es el resultado de un proceso de imposición luego de los 
procesos de debilitamiento del status quo o paradigma vigente mediante la 
articulación de una batería de ideas legitimadas y que posean una base de apoyo 
importante. Por lo general, estas ideas que entran en choque con el status quo son 
presentadas y defendidas por grupos u actores al margen de la comunidad en 
cuestión, en este caso, se tratan de individuos que escaparon de los procesos de 
socialización determinada por el status quo y que por consiguiente pueden 





5.5.5 Ideas y hegemonía: 
La relación entre ideas, paradigmas de política y política normal puede ser 
asociada al concepto de hegemonía, particularmente a la noción de consenso y a 
la construcción de estos en la política. La hegemonía es entendida como el dominio 
de un estado, grupo o individuo por sobre otros y es a su vez la capacidad de estos 
grupos dirigentes de atraer el consenso activo de los dominados y disputar y 
controlar el espacio nacional-popular en el que los sujetos se constituyen como 
tales, tanto como sujeto social y/o político (Unda, 2011). 
La hegemonía se logra a partir de una dirección política y cultural. Los grupos 
aspirantes a obtener la hegemonía deben tener en cuenta los intereses, 
expectativas, temores y las esperanzas de los grupos por sobre los cuales busca 
dominar, integrarlas en sí misma y formar su discurso a partir de ellos. Estas 
nociones son entendidas como ideologías, que son entendidas llanamente como un 
conjunto de ideas que caracteriza el pensamiento de un una persona, grupo, 
colectividad o época. 
Las ideologías, como conjunto de ideas y creencias, entran en conflicto y 
confrontación hasta que una de estas (o una sola combinación de estas) prevalezca 
por sobre el colectivo, imponiéndose y propagándose a través de la sociedad. De 
esta forma se consigue una unificación de los objetivos económicos, políticos, 
intelectuales y morales. Generándose la hegemonía de un grupo determinado por 
sobre los demás, creando así la relación entre grupos dirigentes y subalternos 
(Gramsci, 1981). 
La hegemonía es el consenso permanentemente organizado (Anderson, 
1981). No obstante toda forma de hegemonía y por consiguiente, toda forma de 
relación de dominación de un grupo dirigente por sobre grupos subalternos implica 
un consenso y una coerción, de dirección y de dominio (Gramsci, 1981). Tanto el 
consenso como la coerción son funciones estatales y se expresan, por consiguiente, 
en funciones estatales específicas, tales como la ejecución gubernativa, como la 
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capacidad represiva, etc. De ahí la capacidad del Estado de influir en diferentes 
ámbitos de la sociedad, ya sea en los diferentes campos sociales, económicos, 
culturales, políticos, entre otros. 
La hegemonía opera en múltiples planos, por una parte en el Estado, siendo 
este la unidad política de las clases dominantes y unidad de sociedad política, vale 
decir, de consenso y coerción, en las relaciones de poder y en el “consenso activo 
de los dominados”. Este “consenso” es una amalgama de concesiones hechas por 
los grupos de poder en el que están en juego tanto los intereses de los grupos 
dominantes como los intereses de los grupos subalternos (Gramsci, 1981). 
No obstante, a pesar de la existencia de la hegemonía de un grupo por sobre 
otros, esto no es índice de una ausencia de resistencia por parte de los grupos 
subalternos, ya que, donde existen poder existe resistencia (Foucault, 1998 citado 
por Unda 2011). Esto explica las constantes luchas de poder y los procesos de 
conflicto y negociación presentes en la actividad política basadas siempre entre una 
correlación cambiante de dominio y resistencia. Esta fuente de consenso, el aceptar 
determinada forma de dominación por sobre un grupo, no es homogéneo ni nunca 
compartido en su totalidad, ya sea por la misma diversidad de los grupos 
subalternos o debido a la resistencia de otros grupos a la hegemonía de un 
determinado sector y su negativa ante el status quo (Unda, 2011). 
Estas relaciones entre grupos dominantes y subalternos están a su vez, 
presentes en los continuos procesos de negociación presentes en la política y los 
grupos de poder. En la política los diferentes actores se encuentran 
permanentemente en conflicto los unos con los otros con el objetivo de lograr una 
posición de poder que les permita lograr un consenso sobre sus nociones e ideales, 
para que de esa forma lograr transformaciones en la estructura política vigente o 
por el contrario, reproducir el status quo.   
 
5.6. El agente como actor relevante: Agencia y estructura, habilidades 
discursivas y campo político. 
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5.6.1 La relación entre agencia y estructura: 
El ID como principal recurso teórico para estos efectos, se caracteriza por la 
capacidad y la valoración que da a la agencia, en contraste a los otros 
institucionalismos que pecaban de una preponderancia de la estructura por sobre 
esta. En las ciencias sociales este continuo debate sobre agencia y estructura 
marco gran parte del siglo XIX. Los debates al respecto se caracterizaron por 
discutir sobre teorías que centraban su atención por sobre una de estas 
dimensiones, ignorando o menospreciando la otra dimensión y el impacto o la 
relevancia que esta podía llegar a poseer. 
 Esta problemática fue ampliamente estudiada, y muchos estudiosos y 
académicos de las ciencias sociales orientaron sus esfuerzos a zanjar esta 
dicotomía y llegar a una reconciliación entre ambas esferas. Tales son los casos de 
Bourdieu, Focault, Habermas, etc. (Schmidt, 2006) Una aproximación relevante a 
este concepto puede ser el propuesto por Margaret Archer, la cual establece que 
para solucionar el problema entre agencia y estructura hace falta integrar una 
variante principal, el tiempo (Aedo, 2013). 
 El argumento de Archer se basa en dos conceptos de tiempo que no son 
entendidos de la manera común, ni de la manera que lo harían los físicos como un 
transcurso lineal de acontecimientos. Su concepto de tiempo, como tiempo social, 
es arrítmico y se distinguen entre tiempo largo y corto. En el primero predominan 
las estructuras y se alude a un momento relativamente estático de la sociedad y en 
el segundo es en donde surgen los sujetos y predomina la acción. 
 A partir de esto plantea tres momentos principales: estructura, agencia, 
estructura. El primer momento se caracteriza como el legado que dejaron las 
generaciones anteriores a las generaciones actuales, es decir, todo el trabajo, 
cultura, configuraciones y creencias anteriores. El segundo momento constaría del 
presente, en la cual los sujetos interactúan dentro de los espacios heredadas del 
pasado, mientras que el tercer momento corresponde de aquello que será legado 
de los sujetos del presente a las generaciones futuras. 
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 Además de lo anterior, se debe integrar otra variable, que consta del espacio 
social. Todo fenómeno tiene una complicada relación entre agencia y estructura, y 
esta debe estar delimitada tanto temporalmente como espacialmente. Este 
concepto de espacio no es igual al de territorio, por consiguiente está alejado de la 
concepción geográfica del concepto, en su lugar, consta del lugar en el cual se 
produce la comunicación enmarcada en un tiempo determinado. 
 Esta integración del concepto de tiempo es crucial para entender las 
relaciones que se crean entre estructura y agencia principalmente durante periodos 
extensos de tiempo. Permite dilucidar los factores que influyen o conllevan a 
determinados cambios dentro de las instituciones y expresa una dinámica de 
cambio complementaria a las proposiciones de Schmidt gracias al énfasis en la 
agencia como impulsor de las transformaciones estructurales. 
 Esta relación entre agencia y estructura es crucial para Schmidt a la hora de 
proponer al ID como nueva disciplina dentro de las ramas existentes del 
institucionalismo. A partir de esta relación busca explicar cómo los agentes pueden 
crear, mantener o cambiar las instituciones e imbuirlas con una conceptualidad o 
fines determinados a partir de sus ideas y sus formas cognitivas de afrontar la 
realidad. De aquí se desprende a su vez la importancia del discurso. 
 
5.6.2 La importancia de la agencia y las habilidades discursivas: 
 El discurso no solo se refiere al acto de hablar, por el contrario, es entendido 
habitualmente por los estudiosos como una forma específica del uso del lenguaje y 
como una forma específica de interacción social. El discurso tiene una estructura 
cognitiva, es decir, posee en sí mismo esquemas y normas de pensamientos 
propios que pueden llegar a ser identificables (Van Dijk, 1989). 
Para Schmidt (2006), las ideas son el contenido sustantivo del discurso, el 
concepto de discurso integra en sí mismo la noción de ideas, como estas se 
presentan y los procesos interactivos en el cual estos convergen y son llevadas por 
diferentes agentes en diferentes esferas de la realidad social. Esto puede llevarnos 
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a comprender cómo algunas ideas son aceptadas y otras rechazadas más allá de 
su contenido, sino que también a partir del uso que se les den a estas, donde y 
cuando. 
Existen dos tipos de ideas en la acción política, en primer lugar están las 
ideas cognitivas o causales, que son pautas o esquemas para llevar a cabo 
soluciones prácticas, en segundo lugar están las ideas normativas, las cuales 
expresan valores sociales enraizados. Para que se conforme una acción política 
ambos tipos de ideas deben de concatenarse y materializarse dentro de las 
instituciones políticas a través del discurso. 
En la política, el discurso es un conjunto de ideas sobre la pertinencia y la 
necesidad de las políticas públicas, necesario para comunicarlas y elaborarlas y que 
se realiza en un proceso interactivo que toma dos formas principales, la primera es 
el denominado discurso coordinador en el cual individuos y grupos envueltos en el 
proceso de creación, elaboración y justificación de sus ideas buscan establecer un 
acuerdo entre ellos, por lo general en torno a una multiplicidad de vías u opciones 
que son propuestas por tecnócratas y/o comunidades epistémicas. La segunda 
etapa de este proceso consta del discurso comunicativo. Este envuelve a los 
individuos y grupos encargados de la presentación, deliberación y legitimización de 
la política hacia en público general (Schmidt, 2006). 
Esta dinámica permite vislumbrar no solo los intereses de los actores 
involucrados, sino que también tiene un efecto causal sobre los cambios políticos, 
siendo útil para superar intereses afianzados, obstáculos institucionales, alterar las 
percepciones sobre los grupos afectados y/o beneficiados, etc. Este discurso es 
efectivo o no dependiendo del contexto en el cual este sea presentado y ser tanto 
justificable en términos cognitivos como persuasivo en términos normativos. 
En el ID, las instituciones se presentan como espacios dados (como contexto 
en el cual los sujetos hablan, piensan y actúan) y como contingentes (como el 
resultado de las acciones, pensamientos y palabras de los actores). En este sentido, 
las instituciones cambian o se mantienen a partir de la agencia, particularmente a 
través de las llamadas habilidades discursivas, que son en definitiva la capacidad 
47 
 
de los actores de actuar y reflexionar de los actores acerca de su espacio, ya sea 
dentro o fuera de él, haciéndolos capaces de cambiar o perpetuar las estructuras 
(Schmidt, 2006). 
 
5.6.3 El presidente como agente clave en la política: 
Se ha entendido hasta ahora la importancia de la agencia y su capacidad de 
reestructurar las instituciones a partir de las denominadas habilidades discursivas, 
no obstante, es menester nombrar la relevancia de la figura presidencial en Chile y 
las capacidades que posee a la hora de mantener o transformar las acciones del 
Estado, convirtiendo al poder ejecutivo en un agente sumamente capaz de realizar 
transformaciones. 
La figura del presidente se ha caracterizado en América Latina y 
particularmente en Chile por las grandes atribuciones que se le otorgan a su 
persona, logrando con ello un poder ejecutivo fuerte (Aninat, 2006). Ya desde la 
Constitución de 1925 se otorgó al presidente de la república condición jefe de 
gobierno y el de estado, y se le atribuyeron capacidades de redactar leyes y tener 
la capacidad de proponer temáticas en la agenda pública o de vetar ciertos temas 
de esta (Aninat, 2006). 
Las facultades del presidente como autoridad legislativa en el país van desde 
dictar decretos con fuerza de ley, concurrir, sancionar o promulgar leyes con arreglo 
a la constitución e iniciativa exclusiva, además de múltiples esferas de importancia, 
tales como administración financiera, deuda pública, seguridad social, asuntos 
laborales y fuerzas armadas, entre otras cosas. Lo anterior da al presidente la 
capacidad de intervenir fuertemente en los procesos de formulación de políticas 
públicas, trayendo consigo nuevos temas a la arena política, fomentar o jerarquizar 
diferentes problemáticas dentro de la agenda o la capacidad de veto. 
Entre las facultades del poder ejecutivo se pueden diferenciar en dos grupos, 
poderes proactivos y reactivos (referencia). Los primeros son los que permiten al 
presidente cambiar unilateralmente el estado impuesto o el estatus quo, mientras 
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que los segundos buscan preservar este estatus quo ante las acciones del cuerpo 
legislativo. Entre los poderes proactivos están el gobernar por decreto, los poderes 
de agenda y el poder presupuestario, mientras que los poderes reactivos son la 
capacidad de veto, la iniciativa legislativa exclusiva y llamar a plebiscito. 
El poder de autoridad del presidente se muestra como otro factor clave a la 
hora de establecer temáticas en la agenda política. El presidente dispone de 
diferentes mecanismos y recursos para hacer valer su autoridad por sobre los 
diferentes actores participantes en los procesos de formulación de políticas, 
agregado a la facultad de nombrar personas que asuman puestos de importancia o 
cargos directivos y estratégicos para garantizar que la dirección de las políticas sean 
las deseadas por el ejecutivo 
Entre uno de las grandes facultades del presidente de Chile está el poder de 
crear decretos con fuerza de ley, los cuales son utilizados como una técnica 
legislativa que permite al presidente determinar aspectos específicos de la 
legislación que le son propios, en razón de la mayor capacidad técnica de los 
ministerios en relación a los legisladores.  
Así mismo, posee grandes facultades de puesta en agenda gracias a la 
aplicación de urgencias, estas son, la capacidad de alterar el tiempo de tramitación 
de cualquier proyecto de ley. Esto le otorga al ejecutivo la capacidad de forzar la 
discusión respecto a temas puntuales y al mismo tiempo, mantener proyectos fuera 
del debate público mediante el congestionamiento de otros proyectos de ley en la 
agenda. Esto tiene también por finalidad el reconocer la postura de los diferentes 
parlamentarios dentro del legislativo y actuar en consecuencia, debido a esto, son 
escasas las oportunidades en las que el ejecutivo pierde una votación. Todas estas 
facultades permiten al presidente de la república prácticamente dominar la agenda 
pública. 
En este sentido el rol del presidente vendría a ser el de un actor clave con 
gran capacidad de provocar reformar en la imposición de un nuevo marco de 
pensamiento de la problemática energética nacional, el propio reconocimiento de 
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una problemática por parte del presidente puede desembocar en la formulación de 
una política pública que busque tratar dicho problema. 
 La figura presidencial como precursor en los procesos de cambios de ideas, 
puede traer consigo un nuevo marco de entendimiento de la problemática que 
puede no haber sido visto o por otros actores en la arena política, esto sumado a su 
capacidad de promulgar decretos con fuerza de ley y su legitimidad democrática le 
dan la capacidad de intervenir directamente en la formulación de políticas públicas 
y modificarlas, añadiendo elementos, vetando o rechazando posibles opciones o 
generando desde cero una nueva política pública. 
 
5.6.4 Concepto de campo político y sus características: 
Las habilidades discursivas de los agentes están a su vez enmarcadas dentro 
de un espacio específico, un espacio que comprende también a las instituciones 
públicas, este es el campo político. El concepto de campo de Bourdieu es un 
espacio, un microcosmos relativamente autónomo dentro del mundo social. Dentro 
de estos espacios se encuentran presentes las propiedades, las relaciones y las 
acciones presentes en el mundo global, pero estos procesos y fenómenos estarán 
constituidos o configurados de formas particulares. Esto da a los campos la 
capacidad de funcionar a partir de lineamientos propios que le son exclusivos y que 
no son transferibles ni reproducibles en otros campos (Bourdieu, 1984). 
Dentro de estos campos, cada individuo actúa guiado por los lineamientos de 
dicho campo y sin cuestionar las reglas de los mismos. Esta interiorización de las 
reglas de lo que Bourdieu llama “el juego”, son las que determinan la capacidad de 
acción de los “jugadores” que es básicamente el resultado de un individuo 
socializado, que actúa en correspondencia a las reglas del campo en el que se 
desenvuelve. 
Una característica importante de los campos y la relación de los individuos 
en ellos, es que son espacios de constante lucha, competencia y conflicto. En estos 
espacios, el “juego” es el conjunto de todo: acciones posibles, reglas, jugadores, 
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beneficios que obtienen, estrategias para conseguir objetivos, etc. (Bourdieu, 1994) 
Dentro del campo político, la necesidad de cualquier acción política es expresar los 
intereses de un grupo y/o de manifestar la existencia de ese grupo y obtener el 
monopolio de los bienes del Estado. Este reconocimiento de determinados interés 
o grupos implica a su vez una diferenciación social entre los individuos, lo que 
genera antagonismos y enfrentamientos colectivos entre los diferentes agentes 
(Bourdieu, 1994). 
Es en estos diferentes campos en los cuales los agentes se enfrentan, con 
medios y fines diferenciados según su posición, a mantener o transformar la 
estructura en la que actúan. El campo político no es solo un objeto de percepción  
(llámese una realidad) en la cual los agentes e instituciones tan caracterizadas de 
una determinada forma, es en sí mismo un juego de luchas entre agentes que 
buscan imponer su construcción y representación del mundo, sus categorías y sus 
percepciones y así actuar e influir sobre el mundo social. (Bourdieu, 1994). 
La política es una lucha por las ideas pero por un tipo de ideas del todo 
particular. Estas son las ideas-fuerza, ideas que dan fuerza funcionando como 
fuerza de movilización. “Si el principio de división que propongo es reconocido por 
todos, si mi nomos se convierte en el nomos universal, si todo el mundo ve el mundo 
como yo lo veo (…), yo tendría entonces tras de mi toda la fuerza de las personas 
que comparten mi visión” (Bourdieu, 1994). 
El nomos de las ideas explica Bourdieu, consta de unas ideas con autonomía 
y que en última instancia escapan del sujeto, es decir, ideas que se rigen por sí 
mismas. Estas ideas son entendidas como paradigmas y el “juego” surge por el afán 
de lograr que dicho paradigma se establezca como un paradigma de la política, vale 
decir, como el marco de ideas por el cual se promulgaran y se dictaran las leyes 
posteriores. 
El concepto de campo de Bourdieu, en particular el de campo político, posee 
las facultades de explicar no solo como operan las dinámicas de negociación y 
conflicto entre los diferentes agentes involucrados en el “juego” a su vez permite 
dilucidar cuales son los recursos de los que los agentes hacen gala y como estos 
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son capaces de incidir en el conjunto y como la acción de los mismos está 
enmarcada dentro de normas y valores compartidos. Estas normas están 
condicionadas por los paradigmas y el estatus quo y el conflicto que se genera entre 
los agentes es básicamente la relación entre los avales del paradigma vigente y 
quienes desean imponer su paradigma dentro de la política.  
 
6. ANÁLISIS DE LA POLÍTICA ENERGÉTICA EN CHILE: 
La política energética en Chile se ha caracterizado presentar una 
multiplicidad de facetas y momentos históricos que demarcan un modelo energético 
que, si bien fue pionero durante los primeros años y generó cambios positivos y un 
impulso del desarrollo nacional, este se ha desgastado con el paso del tiempo, 
mostrado sus limitaciones y ha sido constantemente actualizado para adaptarse a 
los tiempos que corren.  
A pesar de lo anterior, desde hace varios años Chile ha sido víctima de una 
constante fragilidad energética que ha mermado las capacidades del para 
desarrollarse económicamente, logrando con ello una situación de permanente 
incertidumbre en cuanto a la viabilidad del modelo energético y a las consecuencias 
que dicho modelo puede acarrear en diferentes esferas de la sociedad más allá de 
las cifras económicas iniciales.  
En términos más economicistas, se puede afirmar que a mayor PIB per cápita 
en los países, existe una expansión en la capacidad de generación eléctrica (Hope 
y Marimoto 2004). Sin embargo en el país la tasa de crecimiento es cada vez menor, 
en términos de crecimiento económico anual, situación que se ha extendido desde 
inicios de los años noventa. Esto ha llevado a los expertos a debatir sobre el llamado 
“modelo chileno” (Corbo et al, 2016). 
 Muchas de las falencias del modelo energético nacional recaen en una matriz 
energética basada principalmente en el uso de combustibles fósiles y centrales 
termoeléctricas, el alto precio de la energía, producto de un mercado internacional 
con precios en constante alza y a la incapacidad de Chile de autoabastecerse de 
52 
 
este tipo de recursos, ya que el territorio nacional es particularmente pobre en 
cuanto a estos tipos de bienes. 
Sin embargo, a pesar de esta situación de constante fragilidad, se pueden 
denotar cambios más drásticos en dos periodos principales, la crisis de 1998 y la 
crisis argentina del gas, la cual se extendió desde 2004 hasta 2008. En ambos casos 
se tomaron medidas que marcaron la realidad energética nacional hasta nuestros 
días y cuyas consecuencias aún son patentes. 
Además de lo anterior, en los últimos años se ha formulado y aprobado el 
programa energético Energía 2050, una nueva iniciativa del gobierno que busca 
solventar esta situación de fragilidad, ser uno de los pilares del desarrollo nacional 
y crear una matriz energética confiable, segura y de bajo impacto ambiental. 
Bajo esta situación y para lograr una mayor comprensión de estos últimos 
hechos, es menester identificar los principales hitos que marcaron la política 
energética en Chile, los actores involucrados, las coyunturas y procesos de cambio 
dentro en este campo, así como los efectos y consecuencias posteriores tanto de 
los procesos de crisis y de agentes involucrados en la política energética nacional 
que mediante su acción cimentaron la realidad energética actual. 
En durante la primera etapa se caracterizara el momento histórico en el cual 
se promulgó la LGSE, la ley energética del país sobre la cual se asientan todas las 
políticas energéticas, al mismo tiempo se identificaran los principales actores 
responsables de este cambio y las transformaciones que surgieron de esta ley. Acto 
seguido se describir y ahondara en las causas de la crisis de 1998, cuáles fueron 
las medidas para superar esta crisis y que marcó esta etapa en la política energética 
posterior. 
En los capítulos referidos a la segunda etapa de la política energética 
nacional, se abordara la crisis del gas entre Chile y Argentina cuales fueron las 
consecuencias de esta crisis, como marcó el modelo energético nacional y cuáles 
fueron las transformaciones derivadas de ella. Al mismo tiempo, se ahondara en las 
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lecciones que dejó esta crisis durante los años siguientes y como cimentó las bases 
de lo que sería la nueva política energética actual. 
Los capítulos referidos a la tercera etapa de importancia  se centran en 
explicar el explosivo auge de las ERNC que vive el país en la actualidad, su relación 
con el programa Energía 2050 y como este programa implica una transformación 
drástica en cuanto a cómo se comprender y se trata el desarrollo energético en el 
país. A su vez, se analizaran los principales actores y se explicara con uso de la 
teoría los factores que impulsaron el cambio. 
 
6.1. Primera Etapa, LGSE durante el régimen militar y crisis de 1998: 
6.1.1 El surgimiento de la LGSE, la base de la política energética de Chile: 
Las bases del modelo energético nacional tienen su origen en el seno del 
régimen militar de Augusto Pinochet, que se extendió desde el año 1973 y 1990 y 
esta fue el resultado de una reforma económica y social que buscaba crear una 
economía de mercado y eliminar y transformar las reformas sociales provocadas 
por el presidente Salvador Allende durante el inicio de los años 70. 
En noviembre del año 1970, el candidato socialista Salvador Allende fue 
electo presidente de la república y una vez en el poder, aunó sus esfuerzos en 
establecer un estado socialista, planteando reformas que aumentaran la 
participación del estado en diferentes ámbitos de la vida social. Sus intereses y 
objetivos estuvieron respaldados por la “unidad popular”, un conglomerado de 
partidos de izquierda que compartían sus ideales intervencionistas y estatistas, por 
consiguiente, durante su mandato se realizaron reformas tales como la 
nacionalización del cobre, la profundización de la reforma agraria, etc. 
Estas reformas no resultaron bienvenidas entre militares, tecnócratas y 
empresarios, además de que un gobierno socialista en un contexto internacional 
marcado por el apogeo de la guerra fría y los intentos de Estados Unidos de 
erradicar los “Caldos de cultivo marxista” iniciaron un movimiento en oposición al 
gobierno de turno, que culminaría en el golpe de estado del 11 de septiembre de 
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1973, el suicidio del en ese entonces presidente Salvador Allende, y el inicio del 
régimen militar de Augusto Pinochet que se extendería por 17 años. 
El régimen militar se caracterizó principalmente por realizar una serie de 
reformas neoliberales que buscaron reducir al mínimo la participación del estado y 
establecer la economía de mercado, no obstante, estas reformas no fueron 
inmediatas y las mayores transformaciones del modelo económico-social ocurrirían 
años más tarde, a inicios de los años 80. 
El punto de fuga de estas reformas socio-económicas, estaba presente en un 
grupo de jóvenes economistas graduados de universidades chilenas y la 
Universidad de Chicago que obtuvieron un gran reconocimiento durante los años 60 
y 70, debido a sus relaciones con empresarios y hombres de negocios, su influencia 
en la prensa (en particular la prensa derechista) y debido a la creación del primer 
centro de estudios de libre mercado en el país. 
Este grupo de economistas, los denominados Chicago Boys, pretendían 
cambiar el modelo económico presente y construir uno completamente nuevo 
basado en las nociones y supuestos que defendían. Debido a estos supuestos, que 
entraban en directo conflicto con las nociones del gobierno, los Chicago boys se 
opusieron tajantemente a las reformas realizadas por el presidente Allende y 
predijeron con gran exactitud las consecuencias y nefastos efectos de dichas 
reformas. 
Además eran considerados como tecnócratas apolíticos y que poseían una 
“visión fresca” de los problemas económicos nacionales de la época. Esta visión no 
era más que una postura marginal en relación a los grupos hegemónicos de los 
primeros años de la década de los 70 (Ponce, 2014). En este sentido, los Chicago 
Boys era un grupo que no compartía las visiones y paradigmas de la política vigente.  
Durante el mandato del presidente Allende, la economía tuvo un cese de 
crecimiento y debido a las reformas estatistas de la época el déficit público creció, 
generando con ello una creciente deuda externa. Además de lo anterior, la fijación 
de precios trajo consigo escases en productos de primera necesidad y tráfico de 
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bienes, hechos que acrecentaron la violencia en las calles, el vandalismo y el 
enfrentamiento entre grupos partidarios del gobierno y opositores de este. 
Este grupo fue llamado por el gobierno militar para realizar un plan económico 
alternativo y estos fueron nominados como asesores del equipo económico del 
General Pinochet. Bajo el ala del régimen militar y la simpatía del General Pinochet, 
los Chicago Boys fueron capaces de implementar una serie de reformas 
neoliberalistas en el país. De entre grupo de economistas, el más influyente de todos 
ellos fue Sergio de Castro, quien días antes del golpe militar del 11 de septiembre, 
había redactado un programa económico llamado “el ladrillo”, considerado como la 
base de la política económica del régimen militar. 
El ladrillo planteaba la necesidad de liberar los precios internos, disminuir el 
volumen del sector público, financiar el sector fiscal y las empresas públicas, fijar un 
tipo de cambio realista, bajar los aranceles externos, formar un mercado de 
capitales, modernizar la agricultura, abrir el mercado de tierras e instaurar una 
política de descentralización comercial, monetaria, fiscal y tributaria, además de la 
previsión y la seguridad social (Memoria Chilena, 2015). 
Este plan económico significo un cambio socioeconómico drástico y una 
reestructuración de diversas esferas de la sociedad que van, en una primera 
instancia desde la liberalización de las exportaciones, una política anti-inflacionaria 
y una apertura hacia el exterior. Posteriormente la reforma se caracterizó 
principalmente por la privatización de los servicios sociales, la reforma al sistema 
judicial y el aparato burocrático-administrativo y la desregularización del trabajo 
(Memoria Chilena, 2015). 
Este escenario demuestra una constante disyuntiva entre los ideales 
anteriores al golpe de estado más allá del posicionamiento más clásico, ya sea 
derecha o izquierda. Por una parte, la existencia de grupos de especialistas que 
empoderados se movilizan para tomar puestos de acción relevantes dentro de la 
política, como fue el caso de los Chicago boys, son prueba de que la acción de los 
agentes tiene una gran relevancia a la hora de realizar modificaciones en el 
ordenamiento de las instituciones públicas. 
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Los ideales economicistas y políticos de los Chicago boys, estuvieron 
presentes antes de la llegada de Salvador Allende al poder, ya que participaron 
como asesores del candidato Alessandri en las elecciones presidenciales de 1970. 
Los diagnósticos realizados por este grupo, establecen las posturas radicalmente 
opuestas en relación a la política de gobierno de Allende, tanto en la forma de 
percibir las problemáticas, sus medidas utilizadas y como se actúa.  
Sería gracias a los Chicago boys, la simpatía que ellos ganaron con Augusto 
Pinochet y la crisis económica en Chile ocurrida en el año 1975 que se inició la ola 
de neoliberalismo en el país. Producto de la crisis de la balanza de pagos, los 
Chicago Boys encontraron la oportunidad de implantar sus ideales económicos en 
la política del país, a esto le siguieron los planes de estabilización económica para 
solventar la crisis que fue el primer paso para el modelo socio-económico deseado. 
Como resultado de estas medidas en la política, se redefinió el papel del 
estado, reduciendo su participación al mínimo, se redujo el gasto fiscal y los 
impuestos, se privatizaron las empresas estatales, el sistema de seguridad social y 
la educación y la salud, aunque estos parcialmente. Estas medidas fueron la base 
del modelo económico actual del país, ya que si bien la vuelta a la democracia en 
1990 ha implicado desde entonces, diversos cambios dentro de la constitución y la 
legislación chilena, aún se mantiene el modelo económico del régimen militar como 
base sobre la cual se erige la política chilena actualmente. 
Esta inclusión del modelo liberal en la política chilena, anteriormente 
caracterizada por el desarrollismo y posteriormente el socialismo, es un claro 
ejemplo de una transformación de tercer orden, vale decir, un cambio de paradigma 
que conlleva transformaciones tanto en instrumentos, usos y más importante aún, 
objetivos. El cambio de un Estado intervencionista a un Estado mínimo orientado a 
actuar sólo cuando existen fallas de mercado es el resultado de una visión diferente 
acerca de cómo se entiende la economía y como esta debería funcionar. 
Este hecho también permea la política energética y la LGSE (Ley General de 
Servicios Eléctricos) es el exponente de ello. Esta ley fue promulgada en el año 
1982 y se basa principalmente en la privatización de la generación de energía en el 
57 
 
país, causando que el estado deje de asumir la responsabilidad sobre la producción 
y planificación de energía, abriendo la industria energética al mercado y la 
competencia. Como resultado, la energía es entendida como un producto transable 
y como un bien de mercado. 
La labor del estado en cuanto a la generación de energía se limita a la 
regulación de ciertos aspectos técnicos y tarifarios y al ajuste de cuentas entre a 
petición de organismos privados en conflicto y en caso de un déficit en el 
abastecimiento de energía, el Estado mediante el Decreto de Racionamiento 
autoriza a las empresas a realizar cortes programados o reducciones de voltaje. En 
este sentido, el Estado no raciona, se encarga de autoridad el racionamiento y 
establece ciertas reglas (Landerretche, 2002) 
A fines del gobierno militar, antes del término de este el 11 de marzo de 1990, 
entra en vigencia el decreto legislativo nº 99 bis, este costa de una adición al artículo 
99 del gobierno y básicamente permitía a las empresas bajo situaciones de fuerza 
mayor, producto de una sequía severa, la posibilidad de suspender el servicio a los 
clientes sin coste alguno. Este decreto entrará en cuestionamiento posteriormente 
debido a la crisis de 1998. 
Con el fin del gobierno militar y la vuelta a la democracia en el país el interés 
de los nuevos mandatarios se centra principalmente en recuperar la confianza y 
estabilizar el país, si bien se aumentó el gasto fiscal y la participación del estado en 
diversas esferas sociales, la base de la política socio-económica, es decir, el modelo 
neo-liberalista del régimen militar, seguiría y sigue siendo el pilar en el cual se 
establecen las decisiones de los parlamentarios (Memoria Chilena, 2016). 
Ejemplos de esto se pueden apreciar principalmente en los gobiernos de  
Patricio Aylwin Azócar, Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Ricardo Lagos Escobar. Estos 
gobiernos como ya se especificó anteriormente, centraron sus esfuerzos en el 
crecimiento económico con equidad, la reducción de la pobreza, etc. Pero por sobre 
todo, resguardar la estabilidad económica resguardando el modelo económico 




6.1.2 Crisis energética de 1998, conflicto entre actores y la relevancia de las 
decisiones marginales. 
La política energética se mantuvo con relativa estabilidad durante todo el 
periodo posterior a la vuelta de la democracia en el país, no obstante, la fuerte 
sequía en el año 1998 provocó un déficit del suministro eléctrico que desembocó en 
el decreto de racionamiento por parte del Estado, lo que llevó a racionar el 
suministro eléctrico y a experimentar cortes de luz, hechos que implicaron grandes 
pérdidas económicas y conflictos sociales. 
Durante gran parte del periodo anterior a la crisis de 1998 la matriz energética 
nacional se caracterizó por poseer un gran porcentaje de capacidad instalada de 
hidroelectricidad en el SIC, 76% de generación eléctrica provenía de estas fuentes 
en el año 1996 y el resto de combustibles fósiles (Araneda, 2013). La zona central 
de Chile se caracteriza además por una variabilidad hidrológica importante, durante 
la década de los 90 se estima que durante años húmedos, el 100% por la energía 
demandada puede ser abastecidos por las centrales hidroeléctricas, mientras que 
durante años secos, esta proporción se ve reducida hasta el 40% o menos (Díaz et 
al. 2000). 
Durante el año 1997, Chile experimentaba el llamado fenómeno del “niño”. A 
causa de esto, 1997 fue uno de los años más lluviosos de los últimos años. Gracias 
a esto, y ante los pronósticos de que 1998 sería un buen año hidrológico, las 
reservas de agua fueron utilizadas irresponsablemente por parte de las empresas y 
sin nociones de posibles situaciones de déficit en un futuro. (Landerretche, 2016). 
Este hecho desencadenaría la crisis durante el año 1998, ya que Chile experimentó 
una de sus más severas sequías (consideradas una de las más secas del siglo XX), 
provocando que las centrales hidráulicas vieran afectada la cantidad su 
productividad y que las grandes centrales presentaran déficits en sus reservas de 
agua embalsada. A esto se puede decir que 
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“El despacho de los recursos hidroeléctricos fue menos cauteloso que lo que 
sugería las cifras disponibles. Los modelos se usaron como justificación para 
considerar poco probable un nuevo episodio de sequía en medio de condiciones en 
las cuales el stock de recursos hídricos estaba muy lejos de haber recuperado sus 
niveles normales” (Landerretche, 2002). 
Además de lo anterior, la crisis se vio amplificada por un error cometido por 
el gobierno a causa de Álvaro García, en ese entonces Ministro Presidente de la 
Comisión Nacional de Energía de Chile quien propuso la eliminación de tres 
ministerios, los cuales fueron el ministerio de energía (en ese entonces llamada la 
Comisión nacional de Energía), el ministerio de transporte y la Corporación de 
Fomento de la Producción. Esta propuesta fue hecha para demostrar una señal de 
desburocratización del Estado (Landerretche, 2016). 
Además de esta situación, en la que no existe un órgano que velara por el 
correcto desarrollo, coordinación y funcionamiento del sector el conflicto entre 
empresas se agudizó, provocando que estas no cooperaran entre ellas ni para 
prevenir el déficit ni para manejarlo ordenadamente (Landerretche, 2002). 
Ante esta situación de conflicto, el en ese entonces Ministro de la Comisión 
Nacional de Energía, Oscar Landerretche hizo de juez y mediador entre las distintas 
partes en conflicto, y propuso diferentes soluciones de corto plazo. Gracias a esto 
se instalaron centrales de emergencia a lo largo del país y nuevas líneas de 
transmisión, instalaciones que tendrían que ser retiradas dos años después de su 
instalación (Landerretche, 2016). 
Esta solución de emergencia solucionó los cortes de energía y el 
racionamiento en el corto plazo, no obstante. En el mediano plazo la solución para 
evitar situaciones de crisis semejantes era derogar o transformar el artículo 99 bis 
ya que este permitía acciones desfavorables por parte de las empresas de energía. 
Esta propuesta causó conflictos dentro del campo político. Por una parte se 
argumentaba que hacerlo perjudicaría la economía de mercado y la competencia 
entre privados, desincentivaría la inversión, entre otras cosas (Landerretche, 2016). 
A pesar estos conflictos, el artículo 99 bis se eliminó y ante situaciones de déficit o 
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de corte las empresas se ven en la obligación de pagar a los usuarios el coste de 
falla. 
Esta modificación resulto en un cambio para las empresas en lo que se refiere 
a la utilización de los recursos hídricos del país, bajo la lógica de mercado, se 
actuara en relación al coste de oportunidad, vale decir, se hará aquello que sea más 
barato, ante situaciones de crisis y para evitar situaciones de déficit, cortar o 
restringir el suministro no puede ser más barato que mantenerlo de manera 
constante. Este hecho incentiva a las empresas a tomar posiciones más proactivas 
ante posibles situaciones futuras y a ser más conscientes y responsables ante los 
recursos de los que disponen. Gracias a este hecho, en los últimos años no se han 
experimentado crisis energéticas a causa de déficits en los recursos hídricos en el 
país. 
Esta abolición del artículo 99 bis es una acción que entra en discordancia 
ante la lógica de mercado heredada del régimen militar presente en la política 
energética. Sin embargo, estos cambios fueron posibles gracias a una serie factores 
principales. Por una parte, actores que velaron por el bien público y los usuarios, un 
presidente marcado por una anterior situación de crisis energética, la imposibilidad 
de tratar o solucionar los problemas en cuestión mediante el paradigma vigente (el 
neoliberalismo y la lógica de mercado) y el cuestionamiento a las medidas políticas 
adoptadas por otros actores, tales como la abolición de diferentes ministerios, el 
constante conflicto entre privados, etc. 
El 1968 y durante el mandato de Eduardo Frei Montalva, Chile experimentó 
una crisis energética que se tradujeron en cortes de energía eléctrica de entre 4 a 
5 horas durante un periodo de aproximadamente 6 meses, hecho que mermó 
fuertemente la aprobación a su gobierno, teniendo el punto más bajo en julio de 
1969 con solo un 46,2% de aprobación por parte de la ciudadanía, demostrando un 
fuerte contraste frente al 76,4% de aprobación del mandatario en 1966, siendo este 
su punto máximo (Navia et al, 2015). 
Este hecho tuvo una fuerte repercusión en la política de la época y fue una 
de las razones por las cuales el país se radicalizo y ascendió Salvador Allende al 
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poder en el año 1970. Eduardo Frei Ruiz-Tagle, hijo de Eduardo Frei Montalva, 
conocedor de esta situación y las repercusiones políticas que contrajo la crisis 
energética de 1968 para la presidencia de su padre, centró su atención en 
solucionar de manera imperativa y en un corto plazo la crisis de 1998, siendo el aval 
de Oscar Landerretche quien hasta ahora no formaba parte de los círculos políticos 
del gobierno, apoyando sus reformas y concediéndole un puesto de importancia 
dentro de la política (Landerretche, 2016). 
Bajo el alero del en ese entonces Presidente de la República, Landerretche, 
quien no formaba parte de los círculos políticos de ese entonces y por consiguiente, 
no compartía los ideales establecidos, orientó sus esfuerzos a solucionar una 
problemática que no pudo ser solucionada bajo la lógica del libre mercado. No 
pudieron solucionarse bajo el paradigma economicista por que los supuestos en los 
cuales se erige fallaron. Para este caso particular, la competencia perfecta (en la 
cual la acción de un actor u empresa no afecta, o afecta mínimamente al mercado), 
supuesto en el cual se orientaba la política energética, no funcionaba debido a que 
no existía una competencia perfecta, por el contrario, existía un oligopolio de 
empresas, un puñado de actores que dado su gran poder, afectaban a todo el 
mercado energético mediante sus acciones, por consiguiente no existía 
competencia, sino que por el contrario, existía conflicto (Landerretche, 2002). 
Landerretche, quien poseía una perspectiva centrada favorecer a los 
usuarios por sobre la maximización de recursos, marcada por su afiliación con el 
partido socialista de Chile y exiliado político durante el régimen militar, trajo consigo 
medidas que si bien no eran las más apropiadas bajo la mirada del paradigma 
vigente, llámese el status quo de la política energética del momento, si fueron 
efectivas para sobrellevar y superar la crisis energética de 1998. 
Sin embargo, con la derogación del artículo 99 bis el mercado energético ya 
no resultaba tan atractivo para la inversión de las empresas, principalmente por que 
el pago de compensaciones se traduce en una situación de inseguridad para las 
empresas y este hecho sería una de las razones por las cuales se vivió una crisis 
energética en los años posteriores, la llamada crisis del gas Argentino. 
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Si bien la abolición del artículo 99 bis es resulto en cambios en como son 
utilizados los recursos eléctricos, esto no significó un cambio drástico (al menos 
estructuralmente) dentro de la política energética, ya que este hecho no implicó 
modificaciones en la LGSE, si no que por el contrario, es una reestructuración de 
cómo son utilizados los instrumentos para generar energía (en este caso las 
hidroeléctricas). En este sentido, estaríamos frente a un cambio de tercer orden el 
cual es una modificación en la forma de utilizar los instrumentos dentro de la política. 
 
6.1.3 Primera etapa, principales conclusiones: 
La LGSE asentó las bases de las reforma económicas del régimen militar a 
la política energética, provocando con ello lo que se podría denominar, una ausencia 
de política. Esto se refiere a una reducción radical del rol del Estado en cuanto a 
planificación y desarrollo del sector energía y el transferencia de esa labor al sector 
privado, las cuales operan bajo la lógica de mercado y la maximización de intereses  
y recursos en el corto plazo (Acosta, 2014) 
La LGSE sigue vigente hasta nuestros días y es la columna vertebral de toda 
la política energética nacional, los cambios en la política energética constan 
principalmente de pequeñas modificaciones o adiciones que se hacen sobre esta 
ley, hecho que condiciona en mayor o menor medida, todas las iniciativas 
energéticas posteriores. 
Durante esta etapa, tanto los Chicago Boys como Oscar Landerretche, los 
principales actores que produjeron cambios importantes dentro de la política 
energética se caracterizaron por dos elementos: el primero cuestionar el status quo 
vigente dentro de la política en la cual se desenvolvieron y en segundo lugar, ser 
considerados como actores al margen de los círculos políticos del gobierno, por lo 
cual, las perspectivas e ideas que mantienen y defienden escapan a las planteadas 
por el por grupos hegemónicos producto de no verse involucrados en el campo 
político y por consiguiente, no interiorizar las reglas del mismo. 
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Tanto en las cambios políticos provocados por los Chicago boys como por 
Oscar Landerretche, la figura presidencial y su influencia por sobre los demás 
grupos políticos resulta relevante. En el primer caso, fue gracias al General Augusto 
Pinochet y su apoyo a los economistas de Chicago el punto clave que permitió la 
transformación de la política socio-económica del país. En el segundo caso, el 
Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle fue quien dio aval a las medidas tomadas por  
Landerretche frente a grupos políticos y empresarios.  
La abolición del artículo 99 bis, si bien fue un cambio importante dentro de 
cómo se comprende la generación de energía en Chile, no implicó cambios 
estructurales importantes, sino que estas medidas fueron integradas dentro del 
paradigma vigente ya que no existieron ideas fuerzas avaladas por grupos 
subalternos, provocando una solo modificación en el uso de los instrumentos de 
generación de energía. 
 
6.2 Crisis del gas Chile Argentina y sus lecciones futuras: 
6.2.1 Crisis del gas argentino, causas y consecuencias directas. 
La siguiente crisis energética en el país, la crisis del gas argentino, también 
implicaría una reestructuración del modelo energético establecido, pero a diferencia 
de la existencia de un actor predominante, este se solucionó gracias a las medidas 
de los altos cargos que adaptaron y reconfiguraron los instrumentos  (en este caso, 
las centrales energéticas) para el funcionamiento de la matriz energética, medidas 
que estuvieron condicionadas por la infraestructura energética del país. 
Durante el año 1995 se firmó el protocolo de integración gasífera entre Chile 
y Argentina, la cual tuvo como resultados la proliferación de centrales de gas 
alrededor del país, la caída de los precios de la energía, un boom de inversiones en 
centrales de ciclo combinado y un aumento de la competitividad de la industria 
chilena, realidad que entraría en vigencia a fines de 1999. Durante este periodo 
hasta el año 2004 Chile experimentó una época de bonanza, la cual se tradujo 
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desgraciadamente en la centralización de la matriz energética en el gas proveniente 
de Argentina. 
Esta época dorada de la energía seria fugaz, ya que durante el transcurso 
del año 2004 se iniciaron los cortes de gas desde Argentina a Chile principalmente 
debido a un déficit nacional de energía en el país trasandino el cual fue el resultado 
de una crisis económica que se extendía desde el año 2001. 
Como resultado de esta crisis en el país trasandino, comenzaron los cortes 
de gas hacia Chile en 2004, cortando definitivamente el suministro en el año 2008. 
Esto demostró la alta dependencia de Chile al gas del país vecino. Con los cortes 
del gas se demostraron las falencias del modelo energético nacional, su alta 
dependencia y un escenario riesgoso para los inversionistas debido al derogue del 
artículo 99 bis. 
 Si bien esta crisis no implicó el racionamiento de energía, sí que tuvo un alto 
impacto en el precio de esta. Debido al boom del gas argentino, las empresas 
decidieron invertir en centrales de gas en desmedro de las centrales hidroeléctricas 
ya que, a pesar de que ambas tenían precios de salida similares, en cuanto a 
infraestructura la inversión en centrales de ciclo combinado resultaba una opción 
mucho más económica. Como consecuencia de esto hubo una nula existencia de 
proyectos energéticos que no estuvieran basados en gas argentino o interés en 
diversificar la matriz energética (Barañao, 2014). 
 El aumento desmedido de centrales basadas en gas provoco que, por 
razones de infraestructura, se reacondicionaran una gran cantidad de centrales de 
ciclo combinado para que estas fueran capaces de operar con otros hidrocarburos, 
principalmente diésel como una solución a corto plazo. Así mismo, las autoridades 
iniciaron contrataciones para importar gas licuado desde países distantes, con el fin 
de diversificar su matriz energética. Proyecto que entraría en vigencia el año 2007. 
 Esta medida redujo el impacto de la crisis en cuanto a la seguridad en el 
abastecimiento de energía, pues adaptar casi toda la capacidad instalada diseñada 
para operar con gas para que funcionara con diésel la perdida de potencia solo 
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alcanzó un 14% en comparación a la producción de energía en años periodos 
anteriores (Barañao, 2014) 
Sin embargo, estas medidas si bien no afectaron el suministro, si tuvieron un 
impacto importante en el precio de la energía. El reacondicionamiento de centrales 
de gas para operar con diésel provocó que la participación del diésel en la matriz 
energética aumentara de un 2% en 2007 a un 34% en 2008 (Corbo et al. 2014). 
Esto trajo consigo otra situación de dependencia, la del diésel, y estar sujetos a los 
volátiles precios de este recurso, aumentado los precios de la energía de manera 
exorbitante. Sumado al alza de precios de los hidrocarburos a nivel mundial durante 
la época, situación propiciada por el fuerte desarrollo industrial y económico de 
China.  
Las autoridades reaccionaron ante esta situación, como respuesta ante los 
cortes de gas, se establecieron constantes negociaciones entre representantes de 
Chile y de Argentina, sin que estas llegaran a un acuerdo beneficioso para las dos 
partes. Chile asumió la totalidad de las restricciones ante la posibilidad de debilitar 
las relaciones con el país trasandino. Esto llevó a las autoridades de buscar 
soluciones fuera del marco de relaciones entre ambos países. De ahí las propuestas 
del en ese entonces presidente Ricardo Lagos fueran la diversificación y la 
independencia energética (La Nación, 2004). 
Fue como resultado de esta crisis que Chile, desde el año 2007, enfrenta 
precios sumamente volátiles en energía y gracias a esto el desarrollo económico 
del país se ha visto mermado y paralelamente, esto afecta a la inversión, el 
consumo, el empleo y la productividad nacional (Corbo et al, 2014). La crisis del gas 
entre Chile y Argentina dejó graves secuelas en la infraestructura energética 
nacional, por una parte, los precios de la energía afectan tanto a la economía 
doméstica como a la competitividad del país y por otro lado obliga a las autoridades 
y empresas interesadas a buscar soluciones que paleen la situación en un corto y 
mediano plazo. 
En consecuencia, la matriz energética se centró en el uso de hidrocarburos, 
principalmente el diésel, el carbón y el gas natural (el cual sería importado desde 
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otros países posteriormente a la crisis de 2004 a 2008), no obstante, Chile es un 
país pobre en cuanto a estos recursos, por consiguiente, el país se vio en la 
obligación de solventar su fragilidad energética importando entre un 70% y 80% de 
su energía desde el exterior (Jain, 2010). 
 
6.2.2 Lecciones de las crisis del gas y el asentamiento de las bases para el 
cambio: 
La crisis del gas incentivó la discusión tanto en la política como en la prensa, 
sobre la necesidad de diversificar la matriz energética y la utilización de fuentes de 
energía alternativa, energías producidas por centrales hídricas, termoeléctricas 
basadas en carbón, diésel, gas natural y fuentes de energías renovables no 
convencionales (La Nación, 2008). El hecho de estar sujetos a las constantes 
variaciones y alzas del crudo obligó tanto a empresarios como al Estado a buscar 
soluciones de una matriz que en los últimos años se centró en demasía en fuentes 
de energía que el país no es capaz de satisfacer por sí mismo. 
En esta situación, Chile se ha visto constantemente ante la disyuntiva de 
depender, por un lado, en formas de generación de energía inestable como la 
hidroeléctrica (principalmente por la variabilidad geológica de la zona centro del 
país) y por otro lado, en la dependencia de hidrocarburos, principalmente el gas y 
después del año 2004 en carbón y petróleo dejando al país en una situación muy 
vulnerable (Jain, 2010). 
Una de las consecuencias del modelo energético chileno basado en 
combustibles fósiles es el fuerte impacto ambiental y la contaminación atmosférica. 
Además durante este periodo, se promueve el proyecto HidroAysén que constaba 
de cinco centrales hidroeléctricas en el territorio de la Patagonia chilena. No 
obstante la fuerte resistencia ciudadana termina por paralizar el proyecto. Este 
hecho demuestra una mayor conciencia ecológica por parte de la ciudadanía, ya 
que encuestas demostraron que el 79% de la población estaba en contra de esta 
apuesta energética (Jain, 2010). 
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No obstante, las transformaciones más importantes se ven como 
consecuencia del cuestionamiento del modelo energético del país. Por una parte la 
centralidad de los proyectos energéticos basados en el gas fue una consecuencia 
de una falta de planificación en materia energética y al accionar de las empresas 
privadas, las cuales optaron por la forma de abastecimiento energético que era más 
barata. Ante esta situación, marcada por el accionar individual, se gesta la 
necesidad de fortalecer la participación del estado en estas materias y propiciar con 
ello unas pautas de desarrollo energético que tengan expectativas a futuro y que 
velen por un bien común. 
Muestra de esto es el informe “Política energética: nuevos lineamientos”, 
presentado por el en ese entonces ministro de la comisión nacional de energía 
Marcelo Tockman y en el cual, demuestra abierto interés en diversificar la matriz 
energética incluyendo a la matriz energética centrales basadas en biomasa, la 
energía eólica, energía solar, energía geotérmica e hidroeléctricas de bajo impacto, 
además de revisar las barreras que impidan el desarrollo de las ERNC en el país y 
actuar en consecuencia. Esta publicación afirma que el desarrollo de las ERNC es 
la forma más segura de mejorar la seguridad energética en el país y sus problemas 
energéticos en el largo plazo (Jain, 2010) 
Además de lo anterior, dadas las características del país, pobre en cuanto a 
hidrocarburos y dependiente del mercado, sumado al impacto ambiental de estas 
formas de energía. Hay una nueva tendencia de apoyo a las ERNC ya que, 1) el 
país es rico en este tipo de energías 2) permitiría un suministro seguro 
independientemente de los recursos extranjeros y 3) representa un avance en 
cuanto a seguridad energética. Esto sumado al hecho de que los recursos fósiles 
aumentan constantemente su precio debido a su suministro en declive, y el 
movimiento medioambiental (Jain, 2010). 
Durante esta etapa también se promulga la ley de fomento de energías 
renovables no convencionales, la ley 20.257, ley que exige a las empresas que un 
determinado porcentaje de la energía que consumen provenga de estas fuentes de 
energía, siendo el primer paso importante para la implementación de este tipo de 
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energías en el país. Posteriormente esta ley  resulto ser exitosa y se aumenta el 
porcentaje de energía exigida a las empresas con la ley 20.689, que ajusta la ley 
20.257 (Pica et al, 2015). 
Es por estas razones que durante el gobierno de Michelle Bachelet se emite 
en 2008 un proyecto de ley para la creación de un Ministerio de Energía bajo la 
premisa de crear una nueva cartera de gobierno que cohesione los distintos 
aspectos del manejo, gestión y regulación del sector energético del país (Cardenas, 
2008). 
Algunos de los principales motivos para la creación del ministerio son “la 
seguridad en el abastecimiento energético, el uso eficiente de la energía, la 
contribución de la energía al aumento de la competitividad de la economía y la 
integración de los objetivos medioambientales”.Cardenas, 2008). Para alcanzar 
dichos objetivos, es necesaria la creación de un ente unificado que gestione y 
coordine el sector energético en el país, esta sería una forma de obtener mejores 
resultado que con el anterior sistema (Cardenas, 2008). 
Otras de las razones para la creación del ministerio recaen en las tendencias 
del consumo energético mundial, y el predominio de las fuentes no renovables para 
la producción de energía. Dado el caso particular del país y el alto precio de estos 
insumos para Chile, es necesario avanzar en materia de seguridad de 
abastecimiento de energía (Cardenas, 2008). 
El proyecto de ley del ministerio de energía se aprobaría en el año 2009 y 
esto significaría un paso importante en la planificación, la coordinación de planes y 
la promulgación de normas en la política energética. Al mismo tiempo se establece 
que el nuevo ministerio debe promover las energías renovables no convencionales 
y la eficiencia energética, el desarrollo sustentable y la protección del medio 
ambiente, así como las políticas de energización social y rural. Esto además 
reforzaría los esfuerzos por diversificar la matriz energética en Chile y se avanzaría 




Uno de los mayores cambios en este sentido es el desarrollo de una política 
energética con lineamientos claros, ya que esta materia estuvo desde el gobierno 
militar principalmente en manos de empresarios y de intereses particulares 
(Landerretche, 2016) (esto explica por un lado  la centralización de la matriz 
energética en el gas que surgió en el país durante la segunda mitad de los años 90 
y la primera mitad de la década del 2000). 
6.2.3 Segunda etapa, principales conclusiones: 
Las lecciones de la crisis del gas argentino del año 2004 implicaron cambios 
en cuanto a la necesidad de diversificar la matriz energética y por consiguiente a 
evitar próximas crisis debido a causas de estrechez de suministro o problemas 
derivados de las relaciones internacionales. En este sentido podemos identificar dos 
etapas dentro de esta crisis: por una parte, están los cambios producidos por 
consecuencia directa de la crisis del gas, tales como la apuesta por diésel y la 
reactivación del sector energético y por otro lado, las consecuencias y aprendizajes 
que se desprenden de lo anterior. 
Esta crisis asentaría las bases para la creación del programa de energía 2050 
tomado por la presidenta Michelle Bachelet, por un lado gracias a la creación del 
ministerio de energía a fines de su gobierno, hecho que es un paso importante en 
el empoderamiento del estado en cuanto a planificación y desarrollo en materia 
energética. 
Se vuelve patente la opinión ciudadana sobre el cuidado del medioambiente 
y el impacto ambiental, sobre todo debido al movimiento social en contra del 
proyecto hidroeléctrico de HidroAysén y los movimientos en contra de centrales 
termoeléctricas como Barracones y Castilla (Pérez, 2012). Estas son muestras de 
una concientización por parte de la población sobre materia energética y desarrollo. 
A su vez, la discusión sobre ERNC adquiere fuerza y estas son 
promocionadas abiertamente tanto por la ciudadanía por actores políticos 
importantes, como la Presidenta de la Republica, quien promulga la Ley de fomento 
de energías renovables 20.257. 
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Esta etapa integraría el concepto de “seguridad energética” en la política, 
generando con ello una serie de consideraciones a la hora de formular políticas 
públicas en la materia, nociones como el bienestar social, el desarrollo económico 
sustentable y un suministro de energía seguro y constante (Jain, 2010). 
 
 
6.3. Tercera etapa, Energía 2050 y un cambio de paradigma de tercer grado: 
6.3.1 Explosivo auge de las ERNC y principales características del programa 
Energía 2050: 
 El 30 de diciembre del año 2015 la presidenta Michelle Bachelet firma el 
decreto supremo que aprobaría la nueva apuesta energética del gobierno, el 
programa de gobierno Energía 2050. Esta será la política energética nacional de 
largo plazo que se desarrollara en el país desde el 2016 hasta el año 2050 como 
indica su nombre. 
 Este programa de gobierno fue el resultado de más de un año y medio de 
planificación en la cual la participaron diferentes actores clave dentro de la materia 
energética y se establecieron canales de participación ciudadana a través de la red, 
además de esto, se caracterizó por establecer diferentes mesas de trabajo y de 
discusión y talleres regionales. Lo anterior, esta metodología de trabajo, buscó 
generar una política energética que tuviera una visión compartida del problema y 
crear con ello pautas y modelos de acción consensuados. 
 Los principales objetivos del programa energético 2050 es generar un sector 
energético que de aquí, al año estipulado, sea confiable, sostenible, inclusivo y 
competitivo para de esta forma lograr una energía sustentable en todas las 
dimensiones concernientes, logrando una participación del 70% de energías 
renovables en la matriz energética. Esta política a su vez, está sujeta a un proceso 
de seguimiento y revisión cada cinco años, en el cual se reevalúan las metas en 
consideración a los avances dentro del programa energético y se propongan 
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cambios o se integren otras formas de generar energía no vislumbradas o negadas 
en un principio. 
  Siguiendo lo anterior, el programa propone sus objetivos en base a cuatro 
pilares fundamentales, los cuales son la seguridad y calidad del suministro, 
compatibilidad del modelo energético con el medio ambiente, entender la energía 
como motor de desarrollo y la eficiencia y la educación energética. Se propone que 
el desarrollo de estos conceptos y áreas en su conjunto son necesarios para 
alcanzar una matriz energética deseada. Además de esto se avanza paralelamente 
en las líneas de transmisión de energía, y el principal avance dentro de esta materia 
está en la nueva Ley de Transmisión Eléctrica, la cual gracias a la interconexión del 
SING y el SIC permitiría la transmisión de energía desde Arica hasta Chiloé, además 
de la creación de un organismo coordinador independiente del sistema eléctrico 
nacional que vele por su correcto funcionamiento 
 Los instrumentos de generación de energía para estos propósitos se basan, 
obviamente, en energías renovables, principalmente en la energía hidráulica, la 
energía eólica y la energía solar. Estos objetivos entran en directa relación con el 
explosivo auge de las ERNC en el país y lo que el actual ministro de energía Máximo 
Pacheco llama “una revolución verde” (Weissman, 2016) 
Este auge de las ERNC es también palpable gracias a la fuerte inversión en 
este sector y lo que es más, Chile fue uno de los países que más invirtió en proyecto 
energéticos durante el transcurso del año 2015, posicionándose entre los diez 
países que más invirtieron en energías renovables según informes de la ONU 
(Espinoza, 2016). No solo eso, explica el ministro Pacheco, que actualmente el 
sector energía en Chile es el sector número uno en inversiones superando a la 
minería, además de ser el sector en donde más se invierte por parte de capitales 
extranjeros. Sumado a lo anterior, actualmente el 45% de todas las centrales 
energéticas construyéndose en el país están basadas en ERNC (Weissman, 2016). 
Este interés y la alta inversión en energía renovable no es casual y las 
medidas tomadas por el gobierno y el programa 2050 responden a problemáticas 
ya asentadas en el país como ya se explicitó en capítulos anteriores, a saber: 
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La gran apuesta por energía renovable en el país está relacionada con el 
drástico descenso de los costos de generación, haciendo de las ERNC en el país 
una forma de producción de energía altamente competitiva, razones que comparten 
tanto Finat, Rudnick y Fisher en este respecto. Así mismo se debe a que esta formas 
de generar energía promueven el desarrollo local y regional y tienen un bajo impacto 
tanto ambiental como social, en contraposición a formas más tradicionales de 
generar energía, tales como las grandes centrales hidroeléctricas y las 
termoeléctricas, además de ser muy abundantes en el país (Rudnick, 2016) 
Igualmente, esta proliferación de las renovables en el país se debe también 
a la disminución de las barreras que impedían a las ERNC el competir de forma 
igualitaria con las formas de producción de energía más convencionales, 
destacando principalmente las modificaciones de las licitaciones de suministro 
realizadas por la comisión nacional de energía, que abrió una serie de bloques 
horarios para que las ERNC que tienen una generación variable pudieran (como la 
eólica y la solar) participar y este hecho es clave en la industria renovable. Otro 
factor importante es la unificación de los dos sistemas de transmisión que Chile 
actualmente posee el SING y el SIC, lo que permitiría la transmisión de la energía 
producida en el norte por los paneles solares hacia el sur del país (Finat, 2016) 
Además, es menester mencionar los avances tecnológicos existentes en el 
último tiempo en cuanto a ERNC. Esta apuesta del programa 2050 se caracteriza 
principalmente por optar por la energía hidráulica, solar y eólica como principales 
fuentes de producción de energía, esto se debe a que estas tres formas de energía 
resultan ser complementarias entre sí, ya que las centrales hidroeléctricas funcionan 
como batería de las centrales eólicas y solares, ya que estas tienden a tener muchas 
variaciones y en Chile, el invertir en energías renovables se ha vuelto muy fácil 
(Fisher, 2016). 
Cabe destacar que si bien el programa energético del gobierno apela a estos 
tipos de energía para que contemplen el 70% de la capacidad instalada al año 2050, 
no se niega la entrada al proyecto de ninguna forma de generación de energía, 
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siempre en cuando esta sea tanto viable económicamente y no entre en 
contraposición con el desarrollo sustentable que se plantea. 
Casos como la energía geotérmica aún no son viables al menos 
tecnológicamente como competitivamente al menos en comparación a las tres 
formas de energía principales, además la capacidad instalada rondaría los 3000 kW, 
cantidad que si bien no es menor, si se ve opacada por la capacidad energética de 
las otras formas de energía ya mencionadas (Fisher, 2016), no obstante según 
Carlos Finat (2016), aunque la explotación de esta forma de energía representa 
riesgos para las empresas involucradas y es necesario un apoyo más directo del 
Estado ya existen iniciativas para fomentar el uso de geotermia en el país, tales 
como el proyecto “Cerro Pabellón” de Enel Green Power, también se inauguró 
recientemente el Centro de Estudios Marinos Meric, el cual busca el desarrollo de 
las energías basadas en las mareas, entre muchas otras cosas. 
Por consiguiente, este énfasis en las energías renovables responde por una 
parte a la reducción de costes que han presentado las ERNC, la eliminaciones de 
trabas que impedían la implementación de estas formas de energía en la matriz 
energética nacional y que reducían su competitividad en relación a las formas 
convencibles de generación de energía, el desarrollo de una infraestructura de 
transmisión que fomente su uso a lo largo del país y el bajo impacto ambiental. 
Ahora bien, lo anterior responde al auge de las ERNC en Chile y a su fuerte 
impulso por la política energética nacional, no obstante, esta política energética 
tiene características que la diferencian de iniciativas anteriores y muchas de las 
cualidades del programa Energía 2050 están dadas gracias a la acción y el interés 
del actual ministro de energía Máximo Pacheco. 
Una de las grandes diferencias de la política energética actual, es que existió 
un fuerte interés del gobierno de aunar diferentes perspectivas y visiones de mundo 
en cuanto a materia energética se refiere. Durante el proceso de formulación del 
programa Energía 2050, se incorporaron tanto visiones sectoriales como 
transversales y en el que se incluyeron actores clave de empresas, universidades, 
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ministerios, ONGs y la sociedad civil, las regiones, comunidades locales, etc. 
(Rudnick, 2016) 
Este énfasis en la participación y la asociatividad esta patente en la forma de 
actuar y de pensar del ministro Máximo Pacheco y que ha permeado al ministerio 
de energía. Esto se refleja también en la creación de un grupo dentro del ministerio 
preocupado y encargado de la asociatividad y de la participación ciudadana. Es 
parte de su visión de cómo tiene que trabajar el gobierno y el estado. “Este espíritu 
está en el ministerio de energía, no así en otros ministerios, que es este espíritu 
participativo y el deseo de lograr una participación conjunta para articular las 
visiones en conjunto con un compromiso social” (Rudnick, 2016). 
El interés del ministro Pacheco no se redujo a su idea de generar solucionas 
participativas entre los involucrados y los actores clave, sino que también estuvo en 
el deseo de avanzar y tratar las problemáticas energéticas que viene sufriendo Chile 
desde hace ya más de una década y de ahí que creara una agenda energética que 
velara por los problemas energéticos nacionales.  
A la hora de asumir el segundo gobierno de Michelle Bachelet, existía una 
situación relativamente crítica, y que los precios de las empresas distribuidoras 
subían y no habían pautas ni perspectivas para lograr salir de dicha situación. Al 
asumir el cargo, el ministro establece una agenda con problemas a tratar y define 
una política consensuada de largo plazo que beneficie a la sociedad en su conjunto 
(Rudnick, 2016). 
Sin embargo, a pesar del interés del ministro en avanzar y solucionar las 
problemáticas propias del modelo energético en Chile, no hubo una perspectiva 
particular alimentada por parte del gobierno, no hubo propuestas por parte de ellos 
que condicionaran las opiniones de los demás actores, dejando así libertad entre 
los participantes para llegar a un consenso mucho más transparente, al mismo 




En este sentido, el ministro Pacheco tenía una idea clara de cómo quería que 
se desarrollara el proceso y cómo lograr el consenso, no el resultado del mismo, 
además, entre todos los participantes hubo una convergencia, en el sentido de que 
las personas del sector asumieron que las cosas cambiaron y que los problemas 
tenían que ser enfocados de manera distinta, lo mismo ocurrió con los grupos 
ambientalistas, ya que estos asumieron que se deberían realizar ciertos sacrificios 
en pos de un bien común y el desarrollo en su conjunto y las empresas, 
representadas por agrupaciones gremiales tuvieron una actitud muy pasiva (Fisher, 
2016).  
Cabe destacar a su vez que todos los invitados participaron en las mesas de 
trabajo y de discusión ad honorem, es decir, no se les pagó ni recibieron algún tipo 
de remuneración o beneficio, por lo que se puede asumir que los participantes 
tenían un verdadero interés en el tema y expectativas de lograr algo beneficioso en 
conjunto (Rudnick, 2016) 
Otra de las acciones relevantes del ministro para con el nuevo programa 
energético, fue el integrar en la discusión a las comunidades regionales y locales y 
también los temas sociales y el medioambiente, ya que proyectos energéticos 
anteriores, no solo en Chile sino que en una multiplicidad de países no han llegado 
a buen puerto por ignorar estos temas (Finat, 2016). 
Aun así, la integración de las comunidades en la discusión energética 
respondió no solo a los intereses del ministerio de energía, sino que también debido 
al empoderamiento de las comunidades en los últimos años  llegando a ser grupos 
de presión que aumentan sus exigencias hacia el estado y que imposibilitan el 
desarrollo de proyectos energéticos en caso de que sus intereses se vean 
mermados, hecho que también responde a las últimas tendencias mundiales, 
fenómenos como la conciencia ambiental y la seguridad social, temas recurrentes 
en la actualidad en torno a las discusiones energéticas y Chile no es la excepción. 
Este empoderamiento de las comunidades surge en conjunto a una mayor 
concientización de la sociedad chilena respecto al impacto y los problemas 
ambientales que tienen algunos desarrollos energéticos y por ende aumentan las 
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exigencias ciudadanas a la hora de formular e implementar proyectos energéticos. 
Anteriormente, durante los años 60 y 80, los proyectos energéticos podían ser 
implementadas por la simple decisión de las autoridades estatales, desde los años 
90 empieza a surgir una conciencia ambiental entre los ciudadanos y en los últimos 
años la importancia del medioambiente está instalada en la psique social (Rudnick, 
2016). 
Por consiguiente, la importancia de las comunidades ya es un tema latente 
en la política energética, y a la hora de realizar proyectos en zonas en donde existe 
una especial sensibilidad al respecto, se hace menester el abrir canales de 
participación, dialogo y de asociatividad entre los involucrados (Finat, 2016). 
Esta integración del derecho de las comunidades fue un cambio de miradas 
y existió mucha discusión sobre la relevancia de estas comunidades y cuales eran 
importantes. Las exigencias de estas comunidades se han vuelto palpables debido 
a que ya no poseen una actitud pasiva ante el desarrollo, tanto por la concientización 
anteriormente mencionada como por proyectos energéticos anteriores de gran 
impacto y que no terminan beneficiando a las localidades en las cuales son 
instaladas. Esto ha hecho que el desarrollo en el país tenga que cambiar su visión 
y sus formas de acción (Rudnick, 2016) 
Las características que diferencian al programa Energía 2050 de proyectos 
energéticos anteriores son principalmente, la metodología participativa que se le dio 
al programa, un espectro de visiones de mundo amplio que abarcara una 
multiplicidad de perspectivas y la integración de los derechos de las comunidades y 
la opinión publica en la discusión sobre materia energética, son el resultado no de 
hechos aleatorios en el tiempo, sino que por el contrario, responden a una serie de 






6.3.2 Procesos de transformación de la política energética y principales 
factores. 
Los cambios mencionados en el capítulo anterior son el resultado de largos 
procesos de transformación en los cuales la ciudadanía ha ido desarrollando una 
conciencia del impacto energético tanto a nivel de desarrollo nacional como social 
y por consiguiente, las exigencias se vuelven más específicas y los intereses más 
transversales (Rudnick, 2016). Esta concientización está condicionada por dos 
factores principales: El primero es, según Rudnick (2016) por las tendencias 
internacionales y el fortalecimiento  del movimiento medioambiental a nivel mundial; 
el segundo factor es a causa de los efectos de las anteriores crisis energéticas, 
particularmente la crisis de 1998 y la crisis del gas argentino. 
Lo segundo tiene explicación gracias a las palabras de Pardo (2006). Explica 
que es durante los periodos de crisis (ya sean nacionales o internacionales) en los 
cuales las sociedades se vuelven consientes de las alteraciones provocadas por los 
modelos energéticos y en los modelos energéticos, es decir, las alteraciones tanto 
dentro de la matriz energética como en el entorno. Este es el punto de partida para 
posturas más informadas y criticas ante las acciones de las autoridades en materia 
de desarrollo energético. 
La existencia de una ciudadanía y de localidades cada vez más conscientes 
de la realidad energética tanto nacional como internacional, explica a su vez la 
constante negativa ante proyectos energéticos que son considerados perjudiciales, 
ya sea ante el medioambiente, territorios considerados sensibles y de patrimonio 
por la geografía, la flora y fauna que posean, o la ciudadanía misma. El caso más 
representativo en este aspecto es HidroAysén y la fuerte desaprobación ciudadana 
que terminó dilapidando el proyecto. 
Esto genera una disyuntiva entre las acciones tomadas por las autoridades y 
la respuesta de la opinión pública y grupos de presión. Por una parte, las medidas 
tomadas en años anteriores estaban en correlación a lo que dictaban las normas 
vigentes y los grupos hegemónicos dentro de la política energética. La instalación 
de termoeléctricas basadas en carbón respondía a una lógica de costo-efectividad 
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ya que es el carbón es el hidrocarburo más barato, abundante a nivel mundial, 
existen reservas en el país  y se posee un conocimiento seguro de la tecnología 
basada en este hidrocarburo. No obstante lo anterior, el carbón es el insumo más 
contaminante y de mayor impacto ambiental. 
 La apuesta por grandes hidroeléctricas se debe al lobby de empresarios que 
gracias a su propiedad por sobre los ríos, grandes recursos hídricos y zonas 
estratégicas del país (Finat, 2009) buscan incorporar estas formas de generación 
de energía al mercado debido a los excedentes que generarían con ello. A esto se 
suma el impacto social que tienen estos proyectos en las comunidades locales y 
regionales y otras áreas generalmente ignoradas como el turismo. 
La desaprobación ciudadana ante estos proyectos es en definitiva una 
muestra de desaprobación a las medidas tomadas a partir del paradigma político 
vigente en la política energética. Se debe entender que un paradigma político 
condiciona tanto los objetivos de la política, los instrumentos utilizados para cumplir 
dichos objetivos y las formas en las que se utilizan los instrumentos (Surel, 2008). 
Por consiguiente, una reacción negativa ante una medida adoptada por el status 
quo es a su vez un cuestionamiento al propio status quo y a la forma en la que 
opera. En este sentido, el cuestionamiento y la resistencia frente a las medidas 
adoptadas es el resultado de una política que es percibida como inaceptable. 
Sin embargo, la existencia de resistencia o una negativa ante el status quo y 
las medidas ejercidas desde el no implican por si mismas un cambio o 
transformaciones del paradigma vigente. La resistencia al status quo, también 
entendida como la resistencia al grupo hegemónica dentro de la política, es un 
hecho propio de las relaciones de poder. Dadas las relaciones entre grupos 
dirigentes y grupos subalternos dentro de un campo político, es natural encontrar 
resistencia a la dominación, ya que donde existe hegemonía, existe resistencia 
(Foucault, 1998 citado por Unda 2011). 
Para lograr transformaciones dentro del status quo, o para imponer un nuevo 
paradigma en la política es necesaria no solo la resistencia y la negativa ante esta 
hegemonía, a su vez se requiere debilitar el status quo (Baumgartner, 2012). 
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Demostrar sus falencias y sus errores, contra argumentar los supuestos que plantea 
y comprobar la incapacidad del paradigma vigente para saldar las problemáticas 
públicas que busca tratar. De no ser así, el status quo, sus avales y la política en 
general, mantendrán el consenso frente al paradigma impuesto y se reproducirá el 
estado de “ciencia normal” (Surel, 2008). 
Ahora bien, las relaciones de poder dentro del campo político son relaciones 
conflictivas, de constante negociación y movilización de recursos, pero en particular, 
el campo político se caracteriza por la movilización de ideas e intereses. Las ideas 
fuerzas son aquellas que son compartidas por un gran número de individuos y que 
tienen fuerza y existencia más allá de los mismos. En este sentido, las ideas fuerza 
son la base del paradigma de la política. 
Estas ideas son la base del conflicto entre el grupo hegemónico y los grupos  
subalternos y este conflicto se basa en la defensa de la idea fuerza del paradigma 
del status quo o en la imposición de los grupos subalternos de su propia idea fuerza 
como nuevo status quo. Ahora bien, comprendiendo esto, es necesario identificar 
cuáles fueron los factores que debilitaron el paradigma vigente de la política 
energética de los últimos años y como se generaron los cambios actuales.  
Es necesario entonces interpretar las bases de los paradigmas en conflicto. 
El primero se caracteriza por el seguimiento de la lógica del libre mercado, la 
maximización de interés y utilidades y el coste-oportunidad. (Landerretche, 2016). 
Por consiguiente la generación de energía y la planificación en esta materia 
respondían a las bases propias de la economía neoliberal. 
Por otro lado, el paradigma presente en la nueva política energético y por 
consiguiente, en el programa 2050, integra en si misma el desarrollo sustentable, la 
participación y la asociatividad la seguridad social y energética y el bien común, 
negando los intereses particulares para dar paso a decisiones de carácter colectivo. 
Los factores que llevaron a un cambio de paradigma en la nueva política 
energético variados, a saber: 1) la imposibilidad de realizar proyectos energéticos 
basados en combustibles fósiles y grandes hidroeléctricas; 2) la acción de agentes 
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de gran influencia en la política que avalaron este segundo paradigma y actuar en 
consecuencia. El caso más claro en este aspecto fue la presidente Michelle 
Bachelet quien creó el ministerio de energía en el año 2010, promulgo la ley 20.257 
de fomento de energías renovables no convencionales, expuso tanto en sus 
discursos como en la cuenta pública las intenciones del gobierno de generar una 
matriz energético limpia, segura y equitativa (Cuenta Publica, 2014), la eliminación 
de trabas judiciales que impedían la integración de las ERNC en la matriz y fue aval 
del ministro Pacheco en las medidas que adoptó en materia energética, medidas 
que entran en contraposición a los intereses del paradigma hegemónico; 3) la 
creación del ministerio de energía en 2010 significo un fortalecimiento de la gestión 
estatal en materia energética; 4) adquiere fuerza el concepto de seguridad 
energética como producto de las crisis energéticas anteriores; 5) el efecto de las 
crisis energéticas develo múltiples falencias del paradigma hegemónico anterior, 
debido a la imposibilidad de llegar a soluciones conjuntas entre los involucrados por 
el continuo conflicto de intereses (Landerretche, 2016) y la inversión desmedida 
como producto de la lógica de mercado que llevó a centralizar la matriz energética 
en el gas argentino durante la década del 2000, lo que causó la crisis del gas; 6) la 
centralidad en el gas Argentino provocó el alzas de precios en la energía posterior 
a la crisis del gas y un aumento de precios constante en los años posteriores; 7) la 
drástica reducción de costos en ERNC; 8) la alta capacidad del país en cuanto a 
capacidad de generar energía en base a las ERNC; 9) el empoderamiento de las 
comunidades y el aumento de exigencias  parte de estos y la ciudadanía; 10) el 
cada vez más patente movimiento medioambiental y 11) la preponderancia de 
proyectos energéticos de corto plazo que respondían a intereses particulares. 
Estos fueron los principales factores que mermaron la legitimidad del status 
quo de la política energética anterior, por un lado, las anteriormente adoptadas 
desembocaron en muchas de las falencias del modelo energético chileno, además, 
las negativa por parte de los defensores del paradigma económico ante la 
implementación de las ERNC en el país ya no tienen fundamentos, no bajo la lógica 
de mercado, ya que en la actualidad son las formas más baratas y competitivas de 
generar energía. La acción de agentes clave y la promoción de las nuevas formas 
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de generar energía, sumado a la incapacidad de concertar proyectos energéticos 
terminaron por mermar el status quo, el cual al no tener fuertes defensores y 
mostrarse como incapaz de afrontar las problemáticas energéticas no es capaz de 
impedir la imposición de un nuevo paradigma y con ello nuevos objetivos, 
instrumentos y configuraciones dentro de la política, causando con ello una 
transformación de tercer grado. 
No obstante, este no fue un proceso inmediato y continuo, muchas de estas 
razones se perpetuaron con el tiempo pero por si mismas no fueron capaces de 
debilitar el status quo hasta el punto de causar cambios importantes. Esto se debe 
principalmente a la incertidumbre de los gobiernos anteriores en cuanto a cómo se 
debería de actuar en materia energética. Principalmente debido a los costos de la 
energía. Los precios de las ERNC son variables y a pesar de presentar una 
constante baja en los precios, esa variabilidad es impredecible (Fisher, 2016). Por 
consiguiente, la respuesta de los gobiernos anteriores, el de Sebastian Piñera y el 
primer gobierno de Michelle Bachelet en cuanto a decisión y planificación energética 
fue más bien pobre, pero se debió justamente a esta inseguridad acerca de qué 
medidas adoptar para el futuro (Fisher, 2016). 
Esta indecisión se debió principalmente a factores económicos demostrando 
el peso de la LGSE en las decisiones energéticas incluso en la actualidad, no 
obstante, esta nueva política energética, a pesar de ser la iniciativa política que más 
ha modificado esta ley (Ministerio de Energía, 2016) la utiliza como recurso para 
avalar las decisiones adoptadas. A la lógica propia del mercado se le puede integrar 
el concepto de sustentabilidad, seguridad y equidad sin que ello implique una menor 
competencia. El ministro Pacheco afirma que cuando existe una buena gestión el 
Estado es capaz de fomentar la competencia (Weissman, 2016). Es importante 
destacar que el crecimiento y desarrollo económico es uno de los pilares 
fundamentales de la política energética, por consiguiente, la economía y la 
competitividad no puede ser ignorados en los procesos de toma de decisiones. 
Sin embargo, este cambio de paradigma y la imposición de un nuevo status 
quo implican una nueva forma de resistencia por parte de nuevos grupos 
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subalternos. En este caso el lobby del sector convencional busca promover y 
prolongar la generación de energía en base a gas, carbón y grandes hidroeléctricas. 
En el caso del carbón se argumentan sus bajos costes de producción, pero 
ignorando los costes producto de las externalidades negativas de este insumo, lo 
mismo ocurre con el gas. A su vez se alude a la coyuntura de los bajos precios del 
petróleo, el carbón y el gas se utiliza para demostrar lo económico de estas fuentes 
de energía. Al mismo tiempo estos grupos buscan arraigar la idea de 
complementariedad de estas formas de energía con las ERNC. Los responsables 
de las grandes hidroeléctricas buscan reponer la idea de que los proyectos 
hidroeléctricos de gran envergadura son imprescindibles para el desarrollo del país 
(Finat, 2016). 
Lo anterior es por una parte, muestra de un cambio de paradigma de tercer 
grado, y por otro, una muestra de cómo los actores movilizan sus recursos en el 
campo político actuando según las normas del “juego” vigente y es la reproducción 














7. CONCLUSIONES GENERALES: 
El análisis histórico de las múltiples etapas de y los cambios producidos en 
la política energética chilena permite dilucidar no solo cuales son los factores 
relevantes dentro de un cambio en cómo se concibe la política, sino que también 
esclarece como estos factores perduran en el tiempo, marcan determinadas etapas 
históricas y se vuelven fuelle para transformaciones políticas más profundas. 
La recolección de antecedentes y el estudio de las diferentes etapas de la 
política energética en Chile, demuestran, en efecto, que son durante los procesos 
de crisis en las cuales se producen las mayores transformaciones en el sector 
energético. Además el caso particular de Chile se caracteriza por periodos extensos 
de tiempo con etapas de crisis sostenidas, lo que por un lado demuestra las 
falencias del modelo energético en cuestión y la incapacidad de afrontar dichas 
situaciones con eficacia. 
La transformación y el cambio de paradigma de la política energética actual 
responden a una multiplicidad de procesos que no son separables los unos de los 
otros y que se remontan a la crisis del año 1998. Por una parte estas 
transformaciones, ya sean de primer, segundo o tercer grado, responden a las 
falencias del modelo energético chileno, falencias que fueron producto de iniciativas 
y proyectos energéticos anteriores por parte de grupos políticos dirigentes, medidas 
que buscaron reducir la capacidad organizativa y planificadora del Estado en el 
sector energético, medidas como la LGSE, ley promulgada durante el régimen 
militar y que respondía a la lógica del libre mercado y a la reducción de la 
participación del estado. 
Las principales transformaciones posteriores a las dos crisis energéticas 
estudiadas, la crisis de 1998 y la crisis del gas Argentino son, para el primer caso: 
la rearticulación de la Comisión Nacional de Energía de Chile, institución de la cual 
se prescindió en un intento de desburocratización del Estado y el derogue del 
artículo 99 bis, el cual eximia a las empresas hidroeléctricas el pago de 
compensaciones en caso de fallas de suministro. En el segundo caso, la crisis del 
gas trajo consigo un interés en las ERNC, hecho reflejado por la ley 20.257, que 
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fomenta el uso de estas fuentes de energía, la integración del concepto de 
“Seguridad Energética” en la discusión política sobre energía y la creación del 
ministerio de energía. Estos hechos fueron fundamentales en el desarrollo del 
programa Energía 2050. 
Un elemento común entre las causas de las crisis de 1998 y la crisis del gas 
Argentino fue la ausencia de un ente regulador y planificador que guiara el accionar 
de la industria energética, elemento característico de la política energética 
hegemónica del status quo. En el primer caso la crisis energética fue debido en gran 
parte al uso indebido y poco eficiente por parte de las empresas del agua 
embalsada, que al ser utilizada irresponsablemente provocó escases de suministro 
de electricidad. En el segundo caso, la entrada del gas Argentino a la matriz 
energética nacional provocó que gran parte de las empresas invirtieran en formas 
de producción de energía basadas en gas debido al bajo costo que presentaba, esto 
causó una centralización de centrales energéticas que operaban con gas. Ante los 
cortes de gas desde Argentina, el país se vio en la obligación de diversificar su 
matriz energética con carbón y diésel, ya que la ausencia de gas causo estreches 
en el suministro de energía. 
Una de las principales transformaciones del modelo energético es la 
transformación ocurrida en torno a la concepción de seguridad energética y por otra 
parte, el interés de que la energía sea un bien común y equitativo para la población. 
Estas son ideas fuerza que son adoptadas, articuladas y movilizadas por actores 
clave dentro de la política energética nacional, tales como el Oscar Landerretche, 
Marcelo Tockman (ambos en su momento con el cargo de Ministro Presidente de la 
Comisión Nacional de Energía de Chile), Máximo Pacheco, actual Ministro de 
Energía y Michelle Bachelet, Presidenta de la Republica. 
Las transformaciones dentro de la política vienen de parte de la agencia 
principalmente por la capacidad de los actores de actuar fuera de los marcos 
normativos del status quo y el cuestionamiento al consenso generado por los grupos 
hegemónicos dirigentes. No obstante, es necesario un debilitamiento del paradigma 
propuesto por el grupo dirigente y una visión de mundo alternativa que aborde y 
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plantee soluciones frescas a los problemas públicos planteados al interior de la 
política.  
La importancia de la figura presidencial en los procesos de transformación de 
política se debe principalmente a la capacidad de instalar y promover nuevas ideas 
en el campo político. Sus capacidades de veto y urgencia son cruciales a la hora de 
establecer que elementos dentro de la política requieren ser discutidos e 
interiorizados. Además es capaz de posicionar en puestos estratégicos de poder a 
actores que compartan las ideas fuerza de la política presidencial. O avalar las 
iniciativas de ciertos actores mediante la creación de prioridades dentro de los 
procesos de discusión y toma de decisiones. 
El hecho de postular una política energética desde un estado más 
empoderado en la materia, con fines y objetivos a largo plazo entra con contraste 
con las políticas de corto plazo realizadas en las últimas décadas principalmente 
por la acción de las empresas, las cuales actúan en base a la lógica de 
maximización de los recursos privados demostrando con ello un cambio de 
paradigma acerca de cómo se comprende el problema energético nacional. 
El empoderamiento de la ciudadanía y las comunidades demuestra la 
necesidad de las políticas energéticas actuales de generar espacios de dialogo y de 
discusión con los actores involucrados y el medioambiente, el ignorar la existencia 
de estos grupos, sus intereses y perspectivas dificultan la implementación de 
proyectos energéticos. La participación y la asociatividad son los pilares de una 
política energética segura, confiable y legitima. 
Si bien la LGSE sigue siendo la base en la cual se genera toda la política 
energética nacional, el nuevo programa del gobierno Energía 2050 centra sus fines 
en la equidad energética, seguridad energética igualdad energética, etc. y utiliza las 
bases del mercado y la competencia para ello logrando un equilibrio entre el 
desarrollo económico y el bienestar social. 
Es a partir del conflicto entre grupos hegemónicos y grupos subalternos 
dentro del campo político que surgen las bases para las transformaciones de 
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paradigmas. Es mediante el quiebre del consenso logrado por los grupos dirigentes, 
el debilitamiento del status quo y la defensa y promoción de nuevas ideas fuerza lo 
que aumenta la probabilidad de cambios importantes. El debilitamiento del status 
quo es el resultado, por una parte, de medidas fallidas o cuestionables tomadas 
desde un paradigma que ha perdido constantemente su capacidad explicativa de 
los problemas públicos y por otro lado, el fortalecimiento de ideas y marcos 
cognitivos que plantean soluciones alternativas a los problemas que busca tratar el 
status quo vigente. 
Por consiguiente, los procesos de cambio de paradigma son el resultado de 
un procesos históricos que relacionados entre sí, provocan el desmedro de las 
políticas propuestas por el status quo debido a la incapacidad de este de plantear 
tratamientos adecuados a problemas públicos. Generado una mayor resistencia y 
cuestionamiento hacia el paradigma vigente propiciando así transformaciones 















8. COMENTARIOS FINALES: 
 El estudio de las ideas en la política ha significado una superación y avance 
dentro de la ciencia política y la sociología histórica para explicar los procesos de 
cambio político. Si bien el institucionalismo discursivo ha iniciado nuevas formas de 
análisis y comprensión de las instituciones y una salida al estancamiento de 
múltiples estudiosos marcados por constructos teóricos estáticos, la reemergencia 
de la importancia de las ideas en la política es relativamente temprana y se 
cuestiona esta rama del institucionalismo por parte de los sectores académicos más 
tradicionales. 
 El institucionalismo discursivo no solo es una herramienta eficaz a la hora de 
explicar cómo surgen los cambios dentro de las instituciones, también es propuesta 
que mantiene un sano equilibrio entre agencia y estructura, sin caer en el error de 
sobreestimar una de estas dimensiones por sobre la otra. 
 Con esta investigación se pretendió demostrar las facultades de esta línea 
de pensamiento y de su validez como propuesta teórica en el estudio de la política. 
Al esclarecer las dinámicas de cambio dentro del campo político, la imposición de 
paradigmas y el conflicto entre actores, es posible develar los hitos y procesos que 
dan forma a la realidad política actual. 
 Ahora bien, esta investigación se limitó a identificar los procesos de cambio 
de la política energética y la relevancia de estas transformaciones en las decisiones 
políticas posteriores. Aun así, considero que dada la emergencia de la conciencia 
ambiental en el país, el explosivo auge de las ERNC y los cambios dentro de los 
objetivos en la política energética actual, esta podría ser un primer paso a 
investigaciones de mayor alcance y que exploten de mejor manera las cualidades 







 Paradigma: marco de referencia de ideas y estándares que amoldan 
las acciones de los individuos ya sea en cuanto a objetivos, como son 
entendidos estos objetivos, los medios y las formas de lograrlos. Un 
paradigma establece cual es el problema, como es visto, como es 
presentado y por consiguiente, como debe de ser tratado 
 
 Status quo: Paradigma vigente de un grupo dirigente que establece 
marcos para la compresión de la realidad. Es al mismo tiempo el peso 
de decisiones anteriores, los resultados de políticas públicas pasadas 
y un reflejo del  paradigma dominante. 
 
 
 Campo político: Espacio social en la que se relacionan los agentes y 
establece pautas y normas de comportamiento, se caracteriza por ser 
un espacio de perpetuo conflicto y en el cual las ideas cobran gran 
importancia ya dentro del campo político, la necesidad de cualquier 
acción política es expresar los intereses de un grupo para alcanzar 
posiciones de poder. 
 
 Ideas fuerza: ideas compartidas por un gran número de individuos y 
que tienen fuerza y existencia más allá de los mismos. las ideas fuerza 
son las base del paradigma de la política. 
 
 
 Transformación de primer orden: cambio dentro del status quo que 





 Transformación de segundo orden: cambio dentro del status quo que 
modifican el uso de los instrumentos utilizados para alcanzar los 
objetivos de la política. 
 
 
 Transformación de tercer orden: cambio profundo dentro del campo 
político, se caracteriza por el paso de un status quo a otro, es decir, la 
imposición de un nuevo paradigma dominante. Esta transformación 
implica cambios tanto en los objetivos de la política como en los 
instrumentos utilizados y la forma en que que son utilizados. 
 
 Institucionalismo discursivo: rama del neo-institucionalismo centrado 
en el poder de las ideas y la explicación de los cambios dentro de las 
instituciones. Busca explicar el conjunto de ideas detrás de los 
procesos de formulación de políticas públicas. 
 
 
 Hegemonía: Dominio de un estado, grupo o individuo por sobre otros 
y es a su vez la capacidad de estos grupos dirigentes de atraer el 
consenso activo de los dominados. 
 
 Consenso político: Base de la hegemonía de un grupo por sobre otros, 
es el resultado de la imposición de un paradigma que pasa a ser 
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Pautas de entrevista: 
 
Entrevista Hugh Rudnick Van de Wyngard 
Dada su participación en el comité consultivo de Energía 2050, ¿me podría contar un poco 
su experiencia y su papel en este proyecto? 
¿Cuáles son las principales características del proyecto energía 2050, en comparación a 
proyectos anteriores más allá de los instrumentos de generación de energía? 
A su juicio, a que se debe esta integración del compromiso social y el medioambiente en el 
debate energético 
A su juicio, ¿cuáles han sido los factores dentro de la política que impulsaron esta apuesta 
energética? 
Cual fue el peso del discurso académico en el proceso de formulación del proyecto Energía 
2050? 
Es correcto pensar que esta nueva política energética se da por el fallo de determinados 
proyectos energéticos (Hidraysen, castilla, barracones, etc.) ¿o tiene más que ver con una 
concientización por parte de los actores responsables de avanzar hacia una matriz 
energética distinta? 
A su juicio, ¿qué actores han sido claves en impulsar este explosivo auge de las ERNC en 
el país? 
Más específicamente, ¿a qué se debe esta apuesta por energía eólica y solar (e 
hidroeléctrica) de entre todas las posibilidades de generación de energía? 
Según su percepción, ¿cuáles son las fortalezas y debilidades de este nuevo proyecto 
energético? 
¿Cuáles han sido las razones por las cuales no se han optado por proyectos energéticos 
de largo plazo o de esta envergadura en el pasado? 
A su parecer, ¿cuáles han sido las causas de la permanente situación de fragilidad 
energética en el país? 
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Entrevista Ronald Fisher: 
Dada su participación en el comité consultivo de Energía 2050, ¿me podría contar un poco 
su experiencia y su papel en este proyecto? 
¿Cuáles son las principales características del proyecto energía 2050, en comparación a 
proyectos anteriores más allá de los instrumentos de generación de energía? 
A su juicio, ¿cuáles han sido los factores dentro de la política que impulsaron esta apuesta 
energética? ¿Cuáles han sido los actores más relevantes en promover este proyecto? 
¿Cuál es el peso de los empresarios y la iniciativa privada en este contexto? 
A su juicio, cuales son las consideraciones que debe de tener un proyecto energético de 
este tipo ¿estas consideraciones están presentes en el proyecto energía 2050? 
Según su percepción, ¿cuáles son las fortalezas y debilidades de este nuevo proyecto 
energético? ¿Cómo pueden influir estas características en el largo plazo? 
Ha habido un explosivo auge de las ERNC en los últimos años. A qué se debe esto cuando 
históricamente se ha optado por otras formas de generar energía más barata. 
Cuáles son las facilidades o los impedimentos que tiene este proyecto energético respecto 
a la inversión privada. 
A su parecer, ¿cuáles han sido las causas de la permanente situación de fragilidad 
energética en el país? ¿Cómo consideraría las anteriores respuestas del gobierno en 
materia energética? 
A su juicio, ¿por qué no se han optado por este tipo de proyectos, o proyectos de esta 









Entrevista Oscar Landerretche   
Estudios académicos explican que la crisis de 1998 se pudo haber evitado, ¿esto es así? 
¿Cuáles fueron las causas de la crisis? 
¿Hubo advertencias o diagnósticos anteriores a esta crisis? ¿Si las hubo, cuáles eran? 
¿Fueron consideradas estas advertencias? 
¿Cuáles fueron las medidas del gobierno para sobrellevar y superar la crisis? 
¿Cuáles fueron las medidas posteriores a la crisis de 1998 y como influyeron en la política 
energética posterior? 
¿Cuál fue el mayor problema para el gobierno a la hora de superar la crisis? ¿Existieron 
actores que dificultaron este proceso? 
Respecto a los actores públicos, ¿Qué personas e instituciones han tenido mayor 
responsabilidad tanto en las causas de la crisis como en la superación de esta? 
¿Cuáles fueron las prioridades del gobierno ante esta situación de crisis? ¿Cuáles fueron 
las medidas inmediatas del gobierno ante esta situación? 














Entrevista Gustavo Venegas Hood 
 
¿Me puede comentar cuál ha sido el rol de Cchen en la política energética en los últimos 
años y su visión acerca del futuro de la energía atómica en el país? 
¿Cuál ha sido la importancia de la energía atómica dentro de los planes energéticos de 
gobiernos anteriores en las últimas dos décadas? 
¿Cuáles son las principales trabas para la implementación o el desarrollo de este tipo de 
energía en el país? ¿Son de carácter político o no? 
Pensando en la política energética de los gobiernos democráticos desde 1990 en adelante, 
¿Han existido periodos en los que la energía atómica allá haya resultado como una opción 
viable para la generación de energía dentro de los últimos años? 
¿Quiénes fueron sus impulsores? 
¿Existe grupos hoy en día que defiendan la necesidad de implementar energía atómica? 















Cuestionario Carlos Finat 
1. En los últimos años las ERNC han crecido considerablemente en importancia en la matriz 
energética y en la política pública energética. Nombre las razones principales que a su juicio 
han contribuido a esto. Si los hubiere, identifique los principales hitos de este proceso. 
2. A su juicio, ¿Cuáles fueron los impedimentos para que las ERNC ingresaran de manera 
más contundente a la matriz energética en el pasado? 
3. ¿Cuál ha sido el rol de ACERA en este cambio y en especial, en el nuevo proyecto 
energético del gobierno, Energía 2050? 
4. De todas las ERNC, el proyecto Energía 2050 se centra principalmente en energía 
hidráulica, eólica y solar, a pesar de que Chile posee importantes fuentes de energía 
mareomotriz, geotérmica, etc. ¿Por qué esa preponderancia por estos tipos de generación 
de energía?, ¿Cuáles son las razones por centrarse en estos 3 tipos de energía 
principalmente? 
5. ¿Cuáles son los impedimentos de las otras ERNC de entrar en el proyecto Energía 2050, 
al menos en el corto plazo? 
6. Además de ACERA, ¿qué actores considera Ud. que han sido relevantes en este proceso 
de aumento de las ERNC en la matriz energética nacional? Mencione actores y sus roles 
en el proceso. 
7. A su juicio, ¿existen actores que dificulten el crecimiento de las ERNC en la matriz 
energética nacional? Identifique y explique 
8. Respecto a los actores públicos, ¿qué personas e instituciones han tenido una mayor 
responsabilidad en liderar este proceso? Explique brevemente 
9. ¿Actualmente existen impedimentos que puedan llegar a perjudicar el desarrollo de este 
tipo de políticas? si los hay, ¿cuáles son? 
10. El proceso Energía 2050  identificó los compromisos social y medioambiental como 
central en el desarrollo de la política energética en el país. A su juicio, ¿a qué se debe esto? 
 
 
